
 
 

  

ESTUDIOS PREVIOS DE CONVENIENCIA Y OPORTUNIDAD PARA LA REALIZACIÓN DEL PROCESO DE 
SELECCIÓN DE CONTRATISTAS POR SELECCIÓN ABREVIADA DE MENOR CUANTÍA (NUMERALES 7 Y 12 
ARTÍCULO 25 LEY 80 DE 1993, NUMERAL 2 DEL ARTÍCULO 2 DE LA LEY 1150 DE 2007, Y ARTÍCULO 2.2.1.1.2.1.1. 
DEL DECRETO 1082 DE 2015-) 

ENTIDAD CONTRATANTE: DISTRITO ESPECIAL, TURISTICO Y CULTURAL DE RIOHACHA 

SECTORIAL SOLICITANTE: SECRETARÍA DE INFRAESTRUCTURA Y SERVICIOS PUBLICOS DISTRITAL 

RESPONSABLE: 
JAIME ORLANDO BRUGES MORENO 

Secretario de Infraestructura y Servicios Públicos Distrital 

MODALIDAD DE 
SELECCIÓN: 

SELECCIÓN ABREVIADA DE MENOR CUANTÍA 

CONTRATO A CELEBRAR: OBRA PÚBLICA 

OBJETO: 
DEMOLICIÓN DE TANQUES ELEVADOS EN RIESGO DE COLAPSO PARA LA 
REDUCCIÓN DEL RIESGO DE DESASTRES EN EL CORREGIMIENTO DE 
COTOPRIX, DISTRITO DE RIOHACHA, DEPARTAMENTO DE LA GUAJIRA 

PLAZO: UN (1) MES 

VALOR: 
CIENTO SETENTA Y SEIS MILLONES SEISCIENTOS DOCE MIL CUATROCIENTOS 
VEINTINUEVE PESOS CON SETENTA Y TRES CENTAVOS ($176.612.429,73) 
M/CTE. 

DESCRIPCIÓN DE LA NECESIDAD QUE LA ENTIDAD ESTATAL PRETENDE SATISFACER. 

(Numeral 1º Artículo 2.2.1.1.2.1.1. Decreto 1082 de 2015) 

La Constitución Política prevé en el artículo 2 como fines del Estado: “Servir a la comunidad, promover la 
prosperidad general y garantizar la efectividad de los principios, derechos y deberes consagrados en la 
Constitución; facilitar la participación de todos en las decisiones que los afectan y en la vida económica, 
política, administrativa y cultural de la nación”. 

 

De conformidad con el artículo 209 de la Constitución Política de Colombia, la función administrativa está 
al servicio de los intereses generales y se desarrolla con fundamento en los principios de igualdad, 
moralidad, eficacia, economía, celeridad, imparcialidad y publicidad, mediante la descentralización, la 
delegación y la desconcentración de funciones. 

 

El Distrito Especial, Turístico y Cultural de Riohacha, en ejercicio de las competencias constitucionales 
atribuidas por los artículos 2º, 209 y 311 de la Constitución Política de Colombia de 1991, y en desarrollo de 
la Política Nacional de Gestión del Riesgo de Desastres adoptada mediante la Ley 1523 de 2012, tiene el 
deber de proteger la vida, la integridad y la seguridad de sus habitantes, así como de reducir las condiciones 
de riesgo asociadas a infraestructura en estado de deterioro. En el corregimiento de Cotoprix se identifican 
dos (2) tanques elevados fuera de operación que presentan un avanzado estado de deterioro estructural, 
generador de un alto riesgo de colapso, el cual afecta de manera directa a una población objetivo y afectada 
de mil doscientas cincuenta y seis (1.256) personas, quienes se encuentran expuestas a posibles 
emergencias por desprendimiento de elementos o falla total de las estructuras. 

 

De conformidad con el diagnóstico técnico, las estructuras presentan grietas, desprendimiento de 
recubrimiento, exposición del acero de refuerzo, posibles fallas en la cimentación, ausencia total de 
mantenimiento preventivo o correctivo durante varios años, falta de señalización y cerramiento de 
seguridad, y uso inadecuado del entorno como zona de disposición informal de residuos. Estas condiciones, 
agravadas por la exposición a altas temperaturas, vientos y corrosión propias de la zona, configuran un 
escenario de riesgo inminente que compromete la estabilidad de los tanques y pone en peligro la seguridad 



 
 

  

de la población aledaña, especialmente en temporadas de lluvias o vientos fuertes. La problemática central 
se define como el “Alto riesgo de afectación a la vida y seguridad de la población por posible colapso de 
tanques elevados en Cotoprix”, cuyas causas directas son el deterioro estructural de los tanques y la falta 
de mantenimiento preventivo. 

 

Los efectos directos e indirectos de esta situación se manifiestan en el riesgo permanente de emergencias 
por colapso, la exposición continua de la población, la amenaza de pérdidas humanas y económicas, y el 
potencial incremento del gasto público en atención de desastres. La intervención propuesta la demolición 
controlada de los dos tanques, incluyendo actividades preliminares, desmonte, demolición de concreto 
reforzado, manejo, retiro, transporte y disposición final de residuos de construcción y demolición (RCD) en 
sitios autorizados, así como limpieza final del área que permitirá eliminar el riesgo estructural, reducir la 
exposición de la comunidad y recuperar el espacio para usos seguros y ordenados del territorio.  

 

Que el proceso se fundamenta en el marco constitucional y legal de la gestión del riesgo de desastres. El 
artículo 2º de la Constitución Política de 1991 establece como fines esenciales del Estado servir a la 
comunidad, promover la prosperidad general y garantizar la efectividad de los principios, derechos y 
deberes; el artículo 209 consagra la función administrativa al servicio de los intereses generales bajo los 
principios de igualdad, moralidad, eficacia, economía, celeridad, imparcialidad y publicidad. La Ley 1523 de 
2012 adopta la Política Nacional de Gestión del Riesgo de Desastres y crea el Sistema Nacional 
correspondiente, disponiendo en su artículo 1º, parágrafo 1º, que la gestión del riesgo es una política de 
desarrollo indispensable para asegurar la sostenibilidad, la seguridad territorial, los derechos e intereses 
colectivos y mejorar la calidad de vida de las poblaciones en riesgo. Asimismo, el artículo 3º de dicha ley 
define los principios de gestión del riesgo, entre ellos la precaución, la acción permanente y la concurrencia 
de competencias. 

 

Desde la perspectiva de la contratación estatal, la modalidad de Selección Abreviada de Menor Cuantía 
encuentra sustento en el artículo 2º, numeral 2, literal b) de la Ley 1150 de 2007, reglamentado por el Decreto 
1082 de 2015, el cual permite a las entidades estatales celebrar contratos cuando el valor no exceda la 
menor cuantía determinada en función del presupuesto anual de la entidad. Esta modalidad garantiza los 
principios de transparencia, economía, responsabilidad, selección objetiva e igualdad consagrados en los 
artículos 24 a 30 de la Ley 80 de 1993, se enmarca dentro de dichos umbrales, habilitando el uso de este 
procedimiento abreviado. Complementariamente, se aplican las disposiciones del Reglamento Colombiano 
de Construcción Sismo Resistente NSR-10, el Decreto 1076 de 2015 en materia ambiental y las normas sobre 
gestión de residuos de construcción y demolición. 

 

En virtud de lo anterior, la Alcaldía Distrital de Riohacha, a través de la Secretaría de Infraestructura y 
Servicios Públicos, justifica plenamente la necesidad de contratar la demolición controlada de los tanques 
elevados en riesgo de colapso ubicados en el corregimiento de Cotoprix, en estricto cumplimiento del 
ordenamiento jurídico vigente y en procura de la protección de la vida e integridad de la población 
beneficiaria 

 

Que este proyecto nace de la intención de solucionar una situación con efectos negativos en la población 
aprovechando la oportunidad ofrecida por las condiciones presentes en un contexto particular, es decir, de 
intervenir el problema central en miras a transformarlo. 

 

El Problema Central corresponde a la “LA DEMOLICION DE TANQUES ELEVADOS EN RIESGO DE COLAPSO 
PARA LA REDUCCION DEL RIESGO DE DESASTRES EN EL CORREGIMIENTO DE COTOPRIX, DISTRITO DE 
RIOHACHA - LA GUAJIRA” 

 

CAUSAS DIRECTAS: Se plantea dos las cuales son hechos concretos que generan el problema central, estas 
serán intervenidas en la alternativa de solución: 

• Reducir el riesgo de emergencia y desastres por colapso de estructuras elevadas en Cotoprix. 



 
 

  

• Realizar demolición controlada de los tanques. 

Finalmente se identificaron los efectos generados por el problema: 

 

Las consecuencias que genera la situación negativa identificada como problema central se le denominan 
Efectos Directos. Se registraron los efectos que se encontraban directamente asociados al problema y que 
se ubican en el nivel superior. 

• Riesgo de emergencias por colapso 

• Exposición de la población 

 

EFECTOS INDIRECTOS que se relacionan en el árbol de problemas corresponden a situaciones negativas 
generadas por los efectos directos. Se ubicaron en el nivel superior a los efectos directos. 

• Pérdidas humanas y económicas  

• Incremento del gasto público en atención de desastres. 

 

MAGNITUD ACTUAL DEL PROBLEMA 

La magnitud actual del problema se evidencia en la existencia de dos (2) tanques elevados fuera de 
operación en el corregimiento de Cotoprix, los cuales presentan un avanzado estado de deterioro 
estructural (grietas, exposición del acero de refuerzo, posibles fallas de cimentación y ausencia total de 
mantenimiento), generando un alto riesgo de colapso que afecta de manera directa a una población de mil 
doscientas cincuenta y seis (1.256) personas expuestas de forma permanente a emergencias por 
desprendimiento de elementos o falla total de las estructuras, especialmente en temporadas de lluvias o 
vientos fuertes, sin que a la fecha exista intervención alguna, señalización, cerramiento de seguridad ni 
plan de gestión del riesgo, configurándose así una infraestructura crítica en riesgo sin atención, conforme 
al diagnóstico de la Secretaría de Infraestructura y Servicios Públicos del Distrito de Riohacha. 

 

Por lo anterior, se hace evidente la necesidad de llevar a cabo un proceso de selección para lograr la 
contratación de una persona natural o jurídica que ejecute el proyecto denominado APOYO PARA LA 
DEMOLICIÓN DE TANQUES ELEVADOS EN RIESGO DE COLAPSO PARA LA REDUCCIÓN DEL RIESGO DE 
DESASTRES EN EL CORREGIMIENTO DE COTOPRIX, DISTRITO DE RIOHACHA, DEPARTAMENTO DE LA 
GUAJIRA. 

OBJETO A CONTRATAR CON SUS ESPECIFICACIONES. 

(Numeral 2º Artículo 2.2.1.1.2.1.1. Decreto 1082 de 2015) 

OBJETO: APOYO PARA LA DEMOLICIÓN DE TANQUES ELEVADOS EN RIESGO DE COLAPSO PARA LA 
REDUCCIÓN DEL RIESGO DE DESASTRES EN EL CORREGIMIENTO DE COTOPRIX, DISTRITO DE RIOHACHA, 
DEPARTAMENTO DE LA GUAJIRA 

 

PLAZO DE EJECUCIÓN: La duración del contrato será de UN (1) MES, contado a partir de la suscripción del 
acta de inicio, previo cumplimiento de los requisitos legalmente establecidos para su ejecución. 

 

CLASIFICACIÓN UNSPSC: 

SEGMENTO FAMILIA CLASE DESCRIPCIÓN 

22 10 20 Equipo y maquinaria de demolición de edificios 

22 10 15 Maquinaria para trabajo de desmonte 

30 15 20 Cercado 

72 14 15 Servicio de preparación de tierras 



 
 

  

72 15 35 Servicios de limpieza estructural externa 

81 10 15 Ingeniería Civil Y Arquitectura 

 

ESPECIFICACIONES TECNICAS: Ver en documento de proyecto de inversión. 

 

OBJETO:  APOYO PARA LA DEMOLICION DE DOS (2) TANQUES ELEVADOS DEL CORREGIMIENTO DE 
COTOPRIX, EN EL DISTRITO DE RIOHACHA, DEPARTAMENTO DE LA GUAJIRA.                                                                                     

ITEM DESCRIPCION UNIDAD CANTIDAD 

  TANQUE # 1     

1  ACTIVIDADES PRELIMINARES     

1.1 Localización y replanteo M2 21,20 

1.2 Cerramiento provisional con liston de madera y tela de 
cerramiento h=2 m 

ML 36,80 

1,3 Desmonte de tuberías, accesorios y elementos existentes ML 15,00 

2 DEMOLICION     

2,1 Demoliciones en concreto reforzado  M3 34,77 

3 MANEJO DE MATERIALES     

3,1 Cargue de material manual M3 45,30 

3,2 Cargue mecánico de material M3 45,30 

4 RETIRO Y TRANSPORTE     

4,1 Retiro de material sobrante cargue manual M3 45,30 

4,2 Retiro de material sobrante cargue mecanico M3 45,30 

5 DISPOSICION FINAL     

5,1 Disposición final de escombros en sitio autorizado M3 45,30 

6 ACTIVIDADES FINALES     

6,1 Limpieza final del área intervenida M2 21,20 

  TANQUE # 2     

1  ACTIVIDADES PRELIMINARES     

1.1 Localización y replanteo M2 36,96 

1.2 Cerramiento provisional con liston de madera y tela de 
cerramiento h=2 m 

ML 51,20 

1,3 Desmonte de tuberías, accesorios y elementos existentes ML 15,00 

2 DEMOLICION     

2,1 Demoliciones en concreto reforzado  M3 68,30 

3 MANEJO DE MATERIALES     



 
 

  

3,1 Cargue de material manual M3 88,80 

3,2 Cargue mecánico de material M3 88,80 

4 RETIRO Y TRANSPORTE     

4,1 Retiro de material sobrante cargue manual M3 88,80 

4,2 Retiro de material sobrante cargue mecanico M3 88,80 

5 DISPOSICION FINAL     

5,1 Disposición final de escombros en sitio autorizado M3 88,80 

6 ACTIVIDADES FINALES     

6,1 Limpieza final del área intervenida M2 36,96 

 

FORMA DE PAGO: 

 

El valor del presente contrato se pagará de la siguiente manera:  

 

a) Mediante un pago final por el valor del contrato, para lo cual deberá allegarse el acta final de obra con 
medición de las cantidades de obra, multiplicada por los precios unitarios fijos contemplados en el 
contrato, más el A.I.U. correspondiente y certificación de recibo a satisfacción de la totalidad de la obra, 
copia física y en medio magnético de los planos récord de la obra ejecutada. Para el pago a realizar se 
requiere el recibido a satisfacción por parte de la supervisión del Contrato. 
 

El sistema de pago del contrato es por precios unitarios fijos sin fórmula de ajuste. En consecuencia, el 
valor definitivo del contrato será la suma de los resultados que se obtengan al multiplicar las cantidades de 
obras ejecutadas por el contratista y recibidas a satisfacción a la entidad contratante, por los valores o 
precios unitarios fijos pactados para el respectivo ítem según la propuesta económica. 

 

El supervisor contará con cinco (5) días hábiles a partir del recibo de los documentos presentados por el 
contratista para el cobro de actas parciales, para emitir su concepto sobre los mismos. 

 

Cabe resaltar que, para la contratación de esta obra, el valor del IVA sobre la utilidad no se contempla 
conforme lo indica el artículo 100 de la Ley 21 de 1992 la cual señala: “Los contratos de Obras Públicas que 
celebren las personas naturales o jurídicas con las entidades territoriales y/o entidades descentralizadas 
del orden departamental y municipal estarán excluidos del IVA.” 

Todos los pagos del presente contrato se encuentran sujetos a la disponibilidad de PAC (Programa Anual 
Mensualizado de Caja) y al cumplimiento de los procedimientos presupuestales y administrativos 
establecidos por la Entidad. 

La Entidad no se hace responsable por las demoras presentadas en el trámite para el pago al Contratista 
cuando ellas fueren ocasionadas por encontrarse incompleta la documentación de soporte o no ajustarse a 
cualquiera de las condiciones establecidas en el Contrato. 

La Entidad hará las retenciones a que haya lugar sobre cada pago, de acuerdo con las disposiciones legales 
vigentes sobre la materia. 

El Contratista deberá acreditar para cada pago derivado del contrato, que se encuentran al día en el pago 
de aportes parafiscales relativos al Sistema de Seguridad Social Integral, así como los propios del Sena, 
ICBF y Cajas de Compensación Familiar, cuando corresponda. 

En caso de que el proponente favorecido con la adjudicación sea un consorcio o unión temporal, para efectos 
del pago este debe informar el número de cuenta a nombre del consorcio o unión temporal, así como 



 
 

  

efectuar la facturación en formato aprobado por la DIAN a nombre del respectivo consorcio o unión 
temporal. 

 

ANTICIPO: A solicitud del oferente, el Distrito podrá entregar un anticipo del 50% del valor del contrato. 

 

Justificación Del Anticipo: El anticipo entregado al contratista se destinará al cubrimiento de los costos 
iníciales en que este debe incurrir para la ejecución del objeto contractual. 

 

Pese a lo anterior, el contratista deberá presentar, un plan para la utilización del anticipo, el cual deberá 
seguir so pena de imposición de multa por parte del distrito y de la posibilidad de hacer efectiva la garantía 
constituida para su  buen  manejo  y correcta  inversión,  previo  informe  rendido  por  el  Supervisor del 
contrato al respecto y habiéndose calificado de insuficientes las explicaciones rendidas por el contratista. 

 

La entrega del anticipo está sustentado en el parágrafo del artículo 40 de la Ley 80 de 1993, y en el hecho 
que la entidad contratante debe generar las condiciones propicias para que el contratista ejecute los 
trabajos de manera oportuna, sin contratiempos de liquidez o financiamiento y ofreciendo la calidad mínima 
exigida o una superior.  

 

Para que proceda el pago de Anticipo, se hace necesario acreditar los siguientes requisitos:  

a) Que se haya perfeccionado el contrato con la firma de las partes.  

b) Que se haya expedido por el contratante el correspondiente Registro presupuestal.  

c) Que se haya Constituido por parte del contratista, la Garantía Única de Cumplimiento, y estas se hayan 
aprobado por parte del contratante.  

d) Que se presente por parte del contratista un plan de inversión del anticipo, aprobado por el supervisor, 
respecto del cual se puede solicitar modificaciones por requerimientos del contratante, una vez suscrita 
el acta de inicio.  

e) Que se presente la certificación de la constitución de una cuenta de ahorros especial por parte del 
contratista para el manejo del anticipo, con el fin de garantizar que dichos recursos se apliquen 
exclusivamente a la ejecución del contrato correspondiente.  

f) Que se presente la cuenta de cobro respectiva por parte del contratista con todos sus soportes.  

g) Que se presente la autorización escrita del supervisor para el desembolso del anticipo.  

Nota: La entrega del anticipo no constituye ni requisito ni condición para el inicio de la ejecución del contrato, 
ni es causa para la suspensión de la ejecución del mismo, por lo tanto, no es óbice para que efectivamente 
el contratista empiece la ejecución de las actividades derivadas del contrato.  

 

Manejo Del Anticipo: El anticipo se manejará así:  

 

1. Una vez el Supervisor  haya aprobado el plan de inversión del Anticipo, el contratista deberá 
aperturar una cuenta de ahorros especial a nombre del Contrato que se suscriba, asegurando que 
los desembolsos que se generen se inviertan en el cumplimiento del objeto contractual y de 
conformidad con el plan de inversión del anticipo.  

2. El Distrito girará el valor del anticipo a la Cuenta de ahorros Especial que el contratista haya 
aperturado, dentro de los quince (15) días hábiles siguientes a la fecha, en que este haya presentado 
debidamente la cuenta de cobro correspondiente con todos sus soportes y siempre que el Supervisor 
hayan aprobado el desembolso respectivo.  

3. El anticipo será amortizado mediante deducciones del cincuenta por ciento (50%) sobre todos los 
valores que se paguen al contratista.  

4. Los dineros del anticipo se entregan al contratista a título de mera tenencia y conservan su condición 



 
 

  

de fondos públicos hasta que sean amortizados, momento hasta el cual su mal manejo y el cambio 
de su destinación darán lugar a las acciones legales correspondientes. Además no se podrá destinar 
el anticipo a la especulación económica, ni distraerse al pago de obligaciones distintas a las 
directamente surgidas del contrato producto del presente proceso de selección.  

5. El contratista deberá presentar junto con su cuenta de cobro un informe al supervisor del contrato 
que contenga una relación detallada del estado de la inversión del anticipo, indicando las sumas 
invertidas y comprometidas acompañados con los documentos soportes respectivos.  

6. La entrega del anticipo está sujeta a la realización de todos los trámites presupuestales, 
administrativos, contables y financieros que se requieran. 

 

OBLIGACIONES DEL CONTRATO.  

a) OBLIGACIONES GENERALES DEL CONTRATISTA:  
 
1. Cumplir con lo establecido en el objeto contractual, ejecutando las obras y actividades requeridas 

en concordancia con las especificaciones técnicas, cantidades y plazos indicados en los proyectos 
de inversión, los documentos precontractuales, la propuesta allegada y el Contrato. 

2. Contar con el personal y equipos necesarios para el cumplimiento del objeto contractual. 
3. Dar cumplimiento a las condiciones previstas en el presente estudio previo. 
4. Realizar las demás actividades inherentes al objeto del contrato, garantizando así la culminación de 

esta y buena prestación de la obra requerida. 
5. Mantener los precios ofrecidos fijos e informar oportunamente sobre cualquier irregularidad que 

advierta en el desarrollo del contrato. 
6. Dar estricto cumplimiento de acuerdo con la labor encomendada de conformidad con lo establecido 

en el estatuto de contratación y al contrato que suscriba con la entidad contratante, así como las 
recomendaciones y sugerencias impartidas por el(os) supervisor del contrato. 

7. Colaborar con el Distrito de Riohacha en lo que sea necesario para que el objeto del contrato se 
cumpla y que este sea de la mejor calidad.  

8. Presentar los documentos requeridos en el plazo establecido en los términos de la invitación y 
cumplir con los requisitos de orden técnico, exigidos como condición previa e indispensable para 
suscribir el Acta de Iniciación del Contrato.  

9. Rendir y elaborar los informes, conceptos y demás trabajos que se le soliciten en desarrollo del 
contrato.  

10. Acatar las instrucciones que durante el desarrollo del contrato se le impartan por parte de la 
Alcaldía Distrital.  

11. No acceder a peticiones o amenazas de quienes actúen por fuera de la ley, con el fin de hacer u 
omitir algún hecho.  

12. Mantener la reserva profesional sobre la información que le sea suministrada para el desarrollo del 
objeto del contrato.  

13. Radicar las facturas de cobro por las actividades ejecutadas y ajustes dentro de los plazos 
convenidos. 

14. Mantener vigentes todas las garantías que amparan el contrato en los términos de este, si estuviere 
obligado a ello.  

15. Cumplir con las obligaciones laborales del personal contratado en la ejecución del contrato.  
16. Cumplir con los aportes a los Sistemas Generales de Seguridad Social y aportes Parafiscales, en 

los términos de la Ley y demás normas concordantes, requisito que deberá tener en cuenta durante 
la ejecución y liquidación del contrato.  

17. Informar oportunamente al Distrito de Riohacha, sobre cualquier eventualidad que pueda sobrevenir 
y que afecte el desarrollo del contrato.  

18. Asumir los gastos y riesgos que implica el desarrollo del contrato bajo su propia responsabilidad.  
19. Cumplir con el pago de los salarios, prestaciones sociales e indemnizaciones de todo el personal 

que ocupe en la ejecución del contrato, igualmente la elaboración de los subcontratos necesarios, 
quedando claro que no existe ningún tipo de vínculo laboral del personal con el Distrito.  

20. Responder por toda clase de demandas, reclamos o procesos que instaure el personal o los 
subcontratistas. 

21. Obrar con lealtad y buena fe en las distintas etapas contractuales, evitando dilaciones y en 
trabamientos.  

22. Suscribir la correspondiente acta de liquidación del contrato.  



 
 

  

23. Las demás que por ley o contrato le correspondan.  
24. El CONTRATISTA será responsable ante las autoridades de los actos u omisiones en el ejercicio de 

las actividades que desarrolle en virtud del contrato, cuando con ellos cause perjuicio a la 
Administración o a terceros. 

 

b) OBLIGACIONES ESPECÍFICAS DEL CONTRATISTA 
 

Además de las obligaciones de la esencia y naturaleza del contrato, EL CONTRATISTA se comprometerá a: 
 
- Dentro de los cinco (5) días hábiles posteriores a la firma del Contrato, el adjudicatario deberá 

presentar los documentos que se relacionan a continuación, los cuales serán revisados y aprobados 
por el Supervisor de la ENTIDAD y serán requisito para la suscripción de la correspondiente acta de 
inicio: 
 
a. Lista de personal conforme al grupo mínimo de apoyo exigido en el Numeral del Estudio Previo. A 

dicha lista se adjuntarán las hojas de vida del personal requerido, así como los documentos que 
acrediten el cumplimiento del perfil exigido sobre experiencia y estudios indicados en el mismo 
Anexo (diplomas, tarjetas profesionales, certificaciones). Adicional al personal establecido en el 
estudio Previo el Contratista de Obra debe vincular a un Gestor Social profesional de Trabajo Social, 
Psicólogo, Sociólogo u otra profesión a fin, con dos años de experiencia, para que apoye en la 
implementación del Plan de Gestión Social durante la ejecución de obra y que cuente con experiencia 
de haber participado en la gestión social de por lo menos dos (2) obras de infraestructura, uno de 
los cuales debe ser en el sector de educación. 

 
b. Listado del equipo mínimo exigido en el estudio previo y en el pliego de condiciones. A dicha lista se 

adjuntarán los documentos que acrediten y garanticen la disponibilidad del equipo indicado (Tarjeta 
de propiedad o contratos de arrendamiento). Durante la ejecución del contrato, el contratista se 
obliga a mantener la totalidad del equipo necesario al servicio de la obra, por el tiempo requerido 
para su uso y deberá estar ubicado y disponible en los sitios de los trabajos, por lo menos durante 
la ejecución de las actividades correspondientes, de conformidad con el programa de obra aprobado 
por la ENTIDAD. 

 
c. Organigrama del Contratista que refleje la organización para la ejecución del Contrato.  
 

El proponente deberá incluir en la organización de los trabajos, como mínimo lo siguiente: 
Organigrama General del Proyecto. Frentes de Trabajo requeridos, 2. Líneas de Mando y 
coordinación, Niveles de Decisión, Número de profesionales y demás recurso humano ofrecido en la 
propuesta y requerido para la ejecución de los trabajos, Funciones y responsabilidades del personal 
mínimo requerido. 
 

d. La metodología para adelantar la obra, las técnicas y procesos constructivos a emplear, todo acorde 
con el personal y el equipo necesario para la ejecución del objeto del Contrato en el plazo previsto.  
 
Se deberá presentar una descripción detallada de la metodología a seguir para la ejecución de los 
trabajos, en cada una de las etapas, frentes de trabajo y actividades del proyecto. La metodología 
para la ejecución de los trabajos deberá considerar los aspectos organizacionales, equipos, relación 
contractual, comunicaciones e interrelación con el interventor, procesos, procedimientos y controles 
técnicos y administrativos. 
 
Este documento debe incluir el plan de manejo de seguridad industrial y salud ocupacional. 
 
En el documento es necesario precisar: 1. Organización y Control: Describe la forma como el 
proponente elegido organizará todas las actividades para cumplir con el objeto del contrato. 2. 
Mecanismos para analizar, evaluar e implementar los rendimientos propuestos para ejecutar los 
trabajos en el plazo contractual previsto. 3. Manejo de materiales, adquisición, fabricación, ensayos, 
transporte, almacenamiento, protección y distribución. 4. Mantenimiento y control de la calidad y 
cantidad de los equipos y herramientas. 
 

e. Cronograma de ejecución de la obra con el respectivo flujo mensual de inversiones, documento que 



 
 

  

será elaborado en el aplicativo que se acuerde y sea aprobado por la Interventoría. Este cronograma 
será de estricto cumplimiento por parte del contratista y la interventoría y la entidad contratante 
realizarán el control y seguimiento sobre el mismo.  
 
El cronograma de ejecución de la obra deberá contener la totalidad de los ítems establecidos en la 
propuesta económica, indicando fecha de inicio de la actividad, fecha de terminación y la 
programación de las inversiones de cada uno de los ítems, determinando así el total de la inversión 
mensual a ejecutar, información que se constituirá en el plan de caja correspondiente. En la 
elaboración del flujo de inversión del contrato, el contratista deberá tener en cuenta que en cada uno 
de los meses del plazo de ejecución del contrato se debe garantizar la ejecución de obra civil.  

 
f. Análisis de precios unitarios de la totalidad de los ítems cotizados. No se aceptan valores globales.  
 
g. Discriminación y cálculo de los componentes del A.I.U.  
 
h. Programa de inversión del anticipo. (si aplica en el proceso de selección) 

 
i. Plan de Calidad para el contrato de obra: El proponente elegido deberá proponer el plan de 

aseguramiento de calidad de los trabajos propuesto.  
 
Se deberá incluir en el plan de aseguramiento de la calidad de los trabajos, como mínimo, los 
siguientes componentes: 1. Alcance 2. Elementos de Entrada del Plan de Calidad. 3. Objetivos de la 
calidad. 4. Responsabilidades de la Dirección 5. Control de Documentos y Datos 6. Control de 
Registros. 7. Recursos. 8. Provisión de recursos 9. Materiales 10. Recursos Humanos 11. 
Infraestructura y Ambiente de Trabajo 12. Requisitos 13. Comunicación con el Cliente 14. Diseño y 
Desarrollo 15. Proceso de Diseño y Desarrollo 16. Control de cambios de Diseño y desarrollo 17. 
Compras 18. Producción y prestación del Servicio 19. Identificación y trazabilidad 20. Propiedad del 
cliente 21. Preservación del Producto 22. Seguimiento y Medición 23. Auditoría.  
 

j. Plan de manejo ambiental para la obra. 
 
La información contenida en los anteriores documentos no dará lugar a ninguna modificación de los 
términos de la propuesta aceptada, ni a la revisión de los precios unitarios consignados en la misma. 
 

k. Presentar el Plan de Gestión Social. El propósito principal de este componente en la etapa de 
construcción es el de identificar, describir y valorar los impactos (positivos y negativos) 
socioeconómicos y culturales, entre otros, que puede ocasionar la construcción del proyecto objeto 
del presente estudio previo, así como de establecer las medidas de manejo de acuerdo con los tipos 
de población ubicados en el área de influencia social. El Contratista deberá elaborar una propuesta 
metodológica que permita la consecución de los objetivos propuestos. 

 
- Disponer de un campamento de obra y sitio de almacenamiento de los suministros y materiales 

requeridos para la obra. Dicho campamento debe estar equipado para realizar los comités de obra y 
visitas de seguimiento con participación de la supervisión. 
 

- Visitar los sitios de las obras con el fin de verificar, entre otros, los planos de diseño, las cantidades de 
obras, presupuesto, programación, y aquellas actividades que le permitan establecer la logística 
necesaria para el inicio de las obras.  
 

- Presentar un informe de todo lo anterior, el cual debe contener como mínimo la siguiente información: 
a) Levantamiento topográfico, b) Revisión de los planos, c) Vulnerabilidad ambiental, d) Cantidades de 
obras, e) Presupuesto de ejecución. Una vez verificado por el contratista el alcance de la intervención 
en obra y hecha las observaciones respectivas, previa aprobación del informe técnico, por parte de la 
supervisión, se podrá dar inicio a la ejecución de la obra hasta su terminación final.  
 

- Constituir la garantía única que ampare el cumplimiento del contrato incluyendo los amparos de 
cumplimiento, el pago de salarios y prestaciones sociales e indemnizaciones, la calidad de los 
suministros y obras, la estabilidad de la obra, así como la garantía de responsabilidad civil 
extracontractual en los términos establecidos en el pliego de condiciones, incluyendo como asegurado 
y beneficiario la ENTIDAD. 



 
 

  

 
- Ejecutar adecuadamente las obras. Para ello deberá implementar todas las medidas de control durante 

la etapa de ejecución contractual establecidas en la ley, con el fin de evitar la paralización o inadecuada 
ejecución de la obra.  
 

- Instalar vallas informativas sobre la obra, de acuerdo con lo establecido por el área de comunicaciones 
de la ENTIDAD.  
 

- Garantizar el cumplimiento de las normas de seguridad industrial y de señalización y movimiento de 
máquina.  
 

- Suministrar los materiales, equipos, herramientas y mano de obra necesarios para la ejecución del 
contrato de obra, de acuerdo con lo estipulado en las especificaciones técnicas. No podrá apartarse de 
ellos sin la autorización escrita de la ENTIDAD y con el concepto previo de la supervisión. En caso 
contrario perderá el derecho a reclamar el reconocimiento y pago de cualquier suma por concepto de 
obras adicionales y/o mayores cantidades de obras, que resulten de la modificación de las 
especificaciones.  
 

- Acreditar el aporte al Sistema de Seguridad Social (Pensión, Salud y ARL). Si es persona Jurídica debe 
adjuntar Certificación firmada por el Representante Legal o Revisor Fiscal en la que se especifique que 
la empresa cumplió con el pago de los aportes a seguridad social y parafiscales. Si se trata de personas 
Naturales independientes sin empleados a su cargo, deberán acreditar con los documentos que 
correspondan que se encuentran al día en el pago de sus aportes al sistema de seguridad social. 
 

- Llevar a cabo el control de calidad de las obras. Estos costos deben ser considerados en los costos 
indirectos del contrato de acuerdo al control de calidad establecido en las especificaciones técnicas y 
a lo que le solicitará la Interventoría y/o el supervisor para garantizar los trabajos por ejecutar o 
ejecutados.  Este control de calidad debe ser realizado en un laboratorio independiente debidamente 
acreditado.  El control de calidad que debe llevar el contratista de obra es independiente del control de 
calidad a cargo de la supervisión. 
 

- Cumplir con el Plan de Gestión Social de las obras que se ejecutan. 
 

- Elaborar las actas de vecindad de los predios ubicados en el área de influencia del proyecto con el fin 
de dejar registrado el estado inicial de las viviendas, establecimientos comerciales, instituciones, entre 
otros, antes de iniciar las obras. 
 

- Obtener, tramitar y pagar por su cuenta todos los permisos, licencias, autorizaciones, costos de 
traslado, instalación de acometidas de servicios públicos y/o similares que sean necesarios para la 
ejecución y puesta en funcionamiento de la obra. El contratista se obliga a la presentación de los planes 
de manejo de tráfico ante la Secretaría de Tránsito y/o ante la dependencia de la administración 
municipal según corresponda, en los casos en los que haya cierres de vías para la ejecución de sus 
trabajos, con el objetivo de que dicha entidad revise, haga observaciones y apruebe dicho plan.  
 

- Señalizar todos los frentes de trabajo que conforman la obra, teniendo en cuenta las instrucciones que 
reciba de la interventoría y modelos estipulados en el contrato. La señalización debe ser para uso 
diurno y nocturno. De igual manera, queda obligado a implementar los planes de manejo de tráfico 
mencionados, de acuerdo con lo aprobado por la Secretaría de Tránsito y/o ante la dependencia de la 
administración municipal según corresponda, Esto, en cumplimiento con lo establecido en el artículo 
101 de la ley 769 de 2002.  
 

- Dotar durante el plazo de ejecución de las obras a los trabajadores de uniformes y elementos para su 
seguridad. En un lugar visible del uniforme, deberá tener la imagen institucional del contratista.  
 

- Asegurar la permanencia y garantizar el buen estado de funcionamiento en el sitio de las obras, de los 
equipos y herramientas ofrecidas para la ejecución del contrato.  
 

- Mantener en el lugar de los trabajos al Director de Obra y a los residentes de obra exigidos, y al gestor 
social, que representen al contratista en todo lo relacionado con el desarrollo del contrato, con amplios 
poderes para actuar dentro de la obra.  



 
 

  

 
- Actuar de tal manera que primen la eficiencia, la economía, la celeridad y la calidad en la ejecución.  

 
- Asumir los gastos y riesgos que implica el desarrollo del contrato bajo su propia responsabilidad.  

 
- Desarrollar el contrato en los términos y condiciones establecidas y formuladas en la propuesta.  

 
- Pagar los tributos que para tal efecto requiera la Ley 80/93 y la normatividad colombiana vigente.  

 
- Obrar con diligencia y el cuidado necesario en los asuntos que le asigne el interventor del contrato.  

 
- Garantizar la calidad de las obras contratadas y responder por ellos de conformidad con lo estipulado 

en el artículo 5o. numeral 4 de la Ley 80 de 1993.  
 

- Rehacer, sufragando a su costo cualquier obra no conforme, en todo o en parte, que a juicio del 
interventor se determine.  
 

- Elaborar y presentar oportunamente informes mensuales de avances de obras. El informe debe incluir: 
las actividades realizadas con memorias de cálculo, resultado de las pruebas de laboratorio realizadas 
a los materiales utilizados y obras ejecutadas, registro fotográfico, copia de la bitácora, planillas del 
pago al sistema de seguridad social y el informe de gestión social.   
 

- El Contratista se obliga al cumplimiento de las normas ambientales vigentes, al desarrollo de buenas 
prácticas de ingeniería para la ejecución de obras que respeten el entorno natural y social del área de 
influencia en el cual se desarrollan.  
 

- Interactuar desde el inicio del proyecto con las empresas de servicios públicos y con los concesionarios 
de la ENTIDAD encargados de la señalización de vías, para los debidos traslados, instalaciones y 
reinstalaciones de redes y de mobiliario urbano que sean necesarios realizar.  
 

- Las demás establecidas en la Ley y propias del contrato.  

 

c) OBLIGACIONES DEL DISTRITO: 

El DISTRITO DE RIOHACHA se obliga para con el contratista a lo siguiente:  

1) Ejercer una actividad de vigilancia y control sobre el presente contrato, por intermedio de un Supervisor 
Designado. 

2) Pagar el valor de la obra, de acuerdo con los términos establecidos en el presente Contrato.  
3) Exigir del contratista la ejecución idónea y oportuna del objeto contratado.  
4) Adelantar revisiones periódicas de las obras ejecutadas, para que cumplan con las condiciones de 

calidad ofrecidas por los contratistas, y promoverán las acciones de responsabilidad contra éstos y sus 
garantes cuando dichas condiciones no se cumplan.  

5) Pagar en la forma establecida.  
6) Suministrar en forma oportuna la información solicitada por el CONTRATISTA para la ejecución de 

contrato.  
7) Resolver las peticiones presentadas por el CONTRATISTA en los términos consagrados por la Ley.  
8) Cumplir y hacer cumplir las condiciones pactadas en el contrato y en los documentos que de él forman 

parte. 

 

LUGAR DE EJECUCIÓN 

El proyecto se desarrollará en la zona rural del Distrito de Riohacha exactamente en el Corregimiento de 
Cotoprix 



 
 

  

 

 

 

 



 
 

  

La Administración Distrital asumirá que el Oferente, con la presentación de su oferta, ha investigado 
plenamente los riesgos, contingencias y otros datos locales y no locales necesarios para desarrollar su 
objeto contractual y determinar los costos de su propuesta. En el evento en que el contratista no haya 
obtenido la información relacionada con las condiciones que puedan afectar la ejecución del contrato, no le 
exime de su responsabilidad de realizar la atención integral de las actividades contratadas. 

 

IDENTIFICACIÓN DEL CONTRATO A CELEBRAR: El contrato a celebrar, consiste en el señalado por el 
numeral 1ro del artículo 32 de la Ley 80 de 1993, como Contrato de Obra. 

MODALIDAD DE SELECCIÓN DEL CONTRATISTA Y LOS FUNDAMENTOS JURÍDICOS 

QUE LA SOPORTAN 

(Numeral 3º Artículo 2.2.1.1.2.1.1. Decreto 1082 de 2015) 

El artículo 2º de la ley 1150 de 2007, consagra las modalidades de selección que se pueden emplear para 
realizar la escogencia de un contratista de la administración, estableciendo para el efecto cinco (5) 
modalidades principales, como son: La Licitación Pública, como regla general, a y su turno, como 
excepciones a esta última, tenemos a la Selección Abreviada; el Concurso de Méritos, Mínima Cuantía y la 
Contratación Directa.   

La determinación de emplear cualquiera de las modalidades en comento, obedece entre otros, a Dos (2) 
criterios claramente establecidos, el primero relativo al Objeto o clase de Contrato a celebrar o el sujeto 
que lo suscribe, y el Segundo, regido por el factor Cuantía. Así en primera instancia, por la naturaleza del 
sujeto contratante o clase del servicio o bien a contratar, las leyes contractuales establecen procedimientos 
contractuales especiales para la selección de los contratistas encargados de ejecutar tales contratos; y en 
un segundo evento, propio de aquellos casos donde el legislador no ha establecido un procedimiento 
particular, la cuantía constituye el criterio que por excelencia entra a determinar la modalidad de 
contratación a desarrollar para lograr la adjudicación del contrato.   

Los Contratos de Obra, no se encuentran inmersos dentro del grupo de contratos cuya contratación obedece 
a un procedimiento excepcional a la regla general, por el contrario, para la ejecución del contrato, el criterio 
que impera para establecer la modalidad de selección de contratistas se fundamenta en el FACTOR 
CUANTÍA, motivo por el cual la escogencia de los contratistas se hará por aquellas modalidades o causales 
que las integran, donde el presupuesto del contrato sea preponderante para su realización.  

En los términos de la cuantía del contrato que se pretende celebrar, esta asciende a CIENTO SETENTA Y 
SEIS MILLONES SEISCIENTOS DOCE MIL CUATROCIENTOS VEINTINUEVE PESOS CON SETENTA Y TRES 
CENTAVOS ($176.612.429,73) M/CTE., cifra que no supera el límite máximo de la menor cuantía para contratar 
del Distrito, es decir, es menor a SEISCIENTOS CINCUENTA (650) SMMLV de la vigencia fiscal de 2026, y 
dado que la naturaleza de su objeto no encuadra dentro de ninguna de las causales para utilizar las 
modalidades de escogencia de contratista señaladas en los numerales 3 y 4 del citado artículo segundo de 
la Ley 1150 de 2007, de ahí que la modalidad de selección utilizada por la entidad para escoger contratista 
será la Selección Abreviada de Menor Cuantía, establecida en el Literal “b” Numeral “2” del artículo segundo 
(2) de la Ley 1150 de 2007 y cuyo procedimiento se encuentra descrito en el Decreto 1082 de 2015. 

VALOR ESTIMADO DEL CONTRATO Y SU JUSTIFICACIÓN 

(Numeral 4º Articulo 2.2.1.1.2.1.1 Decreto 1082 de 2015) 

El valor estimado del Contrato es de CIENTO SETENTA Y SEIS MILLONES SEISCIENTOS DOCE MIL 
CUATROCIENTOS VEINTINUEVE PESOS CON SETENTA Y TRES CENTAVOS ($176.612.429,73) M/CTE, y las 
variables consideradas para calcular el presupuesto de la respectiva contratación se encuentran en el 
Documento Presupuesto Oficial, así como el de su monto y el de posibles costos asociados al mismo.  

El valor del contrato resulta de multiplicar las cantidades de las obras y/o bienes y/o actividades requeridas 
por los valores unitarios, los cuales se encuentran soportados en el Análisis de Precios Unitarios, en dichos 
precios se encuentran comprendidos los costos directos e indirectos, incluidos las tasas y los impuestos, 
administración y utilidades. Todo error u omisión en la estimación del valor del contrato, indebida 
interpretación del alcance del servicio o la incorrecta determinación y/o cuantificación de los factores 
integrantes de los costos, serán por cuenta y riesgo del proponente. 

El valor de la propuesta debe cubrir todos los costos directos e indirectos derivados del contrato en el 



 
 

  

evento de adjudicación. 

En caso de que el contratista requiera personal, bienes o servicios adicionales para el cumplimiento de las 
metas contractuales, la vinculación de estos no conllevará costos adicionales para la Administración 
Distrital. 

REQUISITOS HABILITANTES Y CRITERIOS PARA SELECCIONAR LA OFERTA MÁS FAVORABLE. 

(Numeral 5º Artículo 2.2.1.1.2.1.1. Decreto 1082 de 2015). 

PARTICIPACIÓN: Podrán Participar en este Proceso, todas las personas jurídicas, constituidas bajo cualquier 
modalidad jurídica, que estén en capacidad legal, y técnica de ofertar los servicios aquí requeridos, que no 
se encuentren incursas en el régimen de incompatibilidades e inhabilidades contempladas constitucional y 
legalmente; que además con la capacidad legal y suficiente experiencia para adelantar el objeto contractual, 
y cumpla con las exigencias financieras, técnicas y económicas dispuestas en el Pliego de Condiciones y 
Especificaciones Técnicas del Proceso. 

 

REQUISITOS HABILITANTES: Los requisitos habilitantes se verificarán con la anotación CUMPLE o NO 
CUMPLE, en esta primera etapa, del siguiente modo: 

 

REQUISITOS HABILITANTES ANOTACIÓN 

CAPACIDAD JURÍDICA CUMPLE / NO CUMPLE 

EXPERIENCIA CUMPLE / NO CUMPLE 

CAPACIDAD FINANCIERA Y ORGANIZACIONAL CUMPLE / NO CUMPLE 

CAPACIDAD TECNICA CUMPLE / NO CUMPLE 

CAPACIDAD RESIDUAL CUMPLE / NO CUMPLE 

 

CAPACIDAD JURÍDICA 

a) Carta de presentación de la propuesta suscrita de acuerdo con las siguientes reglas:  

• Si es persona natural por ella misma.  
• Si es persona jurídica por el representante legal o quien se encuentre facultado conforme a la ley y 

los estatutos sociales.  
• Si es consorcio o unión temporal, por quien haya sido designado representante en el documento de 

constitución.  
• Si se constituye apoderado, debe tener legitimación para hacerlo, caso en el cual debe anexar el poder 

respectivo con la manifestación expresa de las facultades otorgadas y sus limitaciones. 

b) Copia de la cédula de ciudadanía del proponente si es persona natural o del representante legal en caso 
de ser persona jurídica o proponente plural. 

c) Certificado de existencia y representación legal expedido por la Cámara de Comercio, con fecha de 
expedición no superior a (30) días calendarios anteriores a la fecha de presentación de ofertas. En caso 
de que el representante legal tenga restricciones para contraer obligaciones en nombre de esta el 
proponente deberá adjuntar la autorización expresa del órgano social competente (Asamblea, Junta 
Directiva, junta de socios, etc.), en la que conste que el representante legal está plenamente facultado 
para presentar propuesta y para suscribir contrato hasta por el valor del presupuesto. El documento de 
autorización deberá presentarse debidamente suscrito y expedido con anterioridad a la presentación de 
la propuesta. En el evento en que el proponente sea una entidad sin ánimo de lucro, y del certificado de 
existencia y representación legal que aporte no se pueda verificar el cumplimiento de los requisitos de 
participación señalados en los pliegos de condiciones (como objeto social, duración de la persona 
jurídica y facultades del representante legal), deberá aportar junto con la propuesta, una (1) copia de los 
estatutos de la entidad o de las actas respectivas. Las personas jurídicas deberán acreditar que la 
duración de la sociedad no es inferior al plazo de ejecución del contrato a suscribirse y un (1) año más. 
Similar condición se exige para todas las personas jurídicas que integren consorcios, uniones 



 
 

  

temporales u otra forma asociativa de participación. 
d) Certificado de Registro Único de Proponentes (RUP), de acuerdo con lo establecido en el artículo 6 de la 

Ley 1150 de 2007 modificado por el artículo 221 del Decreto Ley 019 de 2012 y el artículo 2.2.1.1.5.1 del 
Decreto 1082 del 2015, el oferente deberá anexar a su propuesta el documento correspondiente expedido 
por la Cámara de Comercio de su jurisdicción. La información contenida en el certificado deberá estar 
actualizada y la expedición del certificado no podrá ser mayor a 30 días calendario con anterioridad a la 
fecha de cierre del proceso de selección. En caso de consorcio o unión temporal, cada integrante deberá 
aportar el registro en forma independiente. La Entidad podrá solicitar en cualquier etapa del proceso, 
los documentos soporte entregados ante la Cámara de Comercio para obtener la clasificación, y la 
solicitud estará sometida a las reglas de requerimiento. Las personas jurídicas extranjeras que no 
tengan domicilio o sucursal en Colombia no están obligadas a presentar el presente requisito. En el caso 
de consorcios o uniones temporales todos los consorciados y/o unidos temporalmente, de manera 
individual, deben estar inscritos en el RUP y contar con la clasificación correspondiente como se exige 
para los términos de la experiencia 

e) En virtud de lo previsto en la Ley 842 de 2003 y la Ley 435 de 1998 y con el fin de evitar el ejercicio ilegal 
de la ingeniería, la persona natural (proponente individual o integrante de la estructura plural) que 
pretenda participar en el presente proceso, debe acreditar que posee título como ingeniero civil, para lo 
cual debe adjuntar copia del certificado de vigencia de matrícula profesional. El requisito de la tarjeta 
profesional se puede suplir con el requisito de que trata el artículo 18 del Decreto 2106 de 2019. 

f) De acuerdo con en el artículo 20 de la Ley 842 de 2003, si el representante legal o apoderado del 
proponente individual persona jurídica o el representante o apoderado de la estructura plural, no posee 
título de ingeniero civil, la oferta deberá ser avalada por un ingeniero civil, para lo cual deberá adjuntar 
copia del certificado de vigencia de matrícula profesional expedida por el Copnia, vigente a la fecha de 
cierre de este proceso de selección. El requisito de la tarjeta profesional se puede suplir con el registro 
de que trata el artículo 18 del Decreto 2106 de 2019. El aval del ingeniero del que trata el artículo 20 de 
la Ley 842 de 2003 hace parte integral del Formato 1 – Carta de presentación de la oferta cuando el 
proponente deba presentarlo. 

g) Registro Único Tributario de la DIAN (RUT). 
h) Certificado de antecedentes disciplinarios, fiscales y judiciales vigentes a la fecha de cierre de la 

presentación de la oferta, de la persona natural proponente, o del representante legal de la persona 
jurídica proponente o del representante del proponente plural y de cada integrante que lo conforme. En 
caso de no aportarse el evaluador jurídico verificara el estado en cada plataforma respectiva. 

i) Certificado del Sistema de Registro Nacional de Medidas Correctivas RNMC, vigentes a la fecha de cierre 
de la presentación de la oferta, de la persona natural proponente, o del representante legal de la persona 
jurídica proponente o del representante del proponente plural y de cada integrante que lo conforme. En 
caso de no aportarse el evaluador jurídico verificara el estado en la respectiva plataforma. 

j) Certificado de Registro de Deudores Alimentarios Morosos (REDAM) vigente a la fecha de cierre del 
proceso de selección. Deberá ser aportado por la persona natural o el representante legal del 
proponente, o del representante del proponente plural y de cada integrante que lo conforme.  

k) Si es persona jurídica debe adjuntar certificación firmada por el revisor fiscal, cuando este exista de 
acuerdo con los requerimientos de la ley o por determinación estatutaria, o por el representante legal 
cuando no se requiera revisor fiscal, en la que se especifique que la empresa cumplió con el pago de 
los aportes a seguridad social y parafiscal de sus empleados en los seis (6) meses anteriores a la fecha 
de cierre del Proceso. Si el proponente no tiene más de seis (6) meses de constituido, deberá acreditar 
los pagos a partir de la fecha de su constitución. Las personas naturales proponentes, en caso de ser 
empleados con contratos de trabajo sometidos a la ley colombiana, deberán expresar en la carta de 
presentación de la propuesta o en cualquier otra aparte de esta, si se encuentran en situación de 
cumplimiento de este aspecto. Si se trata de personas naturales independientes sin empleados a su 
cargo, deberán acreditar con los documentos que correspondan (planillas), que se encuentran al día en 
el pago de sus aportes al sistema de seguridad social. Si es empleador, deberá aportar la certificación 
que está al día en el pago de los aportes al Sistema de Seguridad Social y parafiscales de sus empleados 
en los seis (6) meses anteriores a la fecha de cierre del Proceso. En el caso de Consorcios o Uniones 
Temporales, cada uno de sus integrantes cuando los mismos sean personas jurídicas constituidas en 
Colombia, deberán presentar en forma individual dicha certificación expedida por el Revisor Fiscal o 
Representante Legal respectivo, según corresponda. 

l) Condiciones de aptitud legal requeridas para proponentes plurales (Consorcios o Uniones Temporales): 

- Documento de constitución de Consorcio o Unión temporal donde se acredite la existencia del 
consorcio o de la unión temporal y específicamente la circunstancia de tratarse de uno u otro, lo cual 
deberá declararse de manera expresa en el acuerdo de asociación correspondiente, señalando las 



 
 

  

reglas básicas que regulan las relaciones entre ellos, los términos, actividades, condiciones y 
participación porcentual de los miembros del consorcio o de la unión temporal en la propuesta y en 
la ejecución de las obligaciones atribuidas al contratista por el contrato ofrecido. Si los integrantes 
son personas jurídicas, este documento deberá estar firmado por los representantes legales. 

- Los objetos sociales de cada uno de sus integrantes sean complementarios y afines, o que por lo 
menos el objeto social de uno de sus integrantes se ajuste al objeto de la presente convocatoria y 
que la duración de las sociedades que lo conforman no sea inferior al plazo del contrato y un (1) año 
más. 
 

- Acreditar un término mínimo de duración del consorcio o de la unión temporal igual al tiempo de 
ejecución del contrato y cuatro (4) meses más, o hasta la producción de los efectos del contrato. 
 

- Acreditar la existencia, representación legal, capacidad legal y capacidad jurídica de las personas 
jurídicas consorciadas o asociadas en unión temporal y la capacidad de sus representantes para la 
constitución del consorcio o de la unión temporal, así como de la presentación de la propuesta, y la 
celebración y ejecución del contrato. 
 

- Acreditar que cada una de las personas jurídicas integrantes del consorcio o unión temporal tienen 
un término mínimo de duración de un (1) año, contados a partir del vencimiento del plazo máximo 
para la entrega del bien o de la vigencia del contrato. 
 

- Si se trata de unión temporal deberán indicarse además los términos y extensión (actividades y 
porcentajes) de la participación en la propuesta y en la ejecución del contrato. De lo contrario, El 
Distrito asumirá que se presentan bajo la modalidad de consorcio. 
 

- Las condiciones que establezcan los integrantes con respecto a las actividades, porcentajes, 
términos y/o extensión de la participación, no podrán ser modificadas sin el consentimiento previo de 
El Distrito. 
 

- La designación de un representante, que deberá estar facultado para actuar en nombre y 
representación del consorcio o unión temporal. El representante legal deberá contar con facultades 
amplias y suficientes para obligar y responsabilizar a todos los integrantes del consorcio o de la unión 
temporal. El representante no podrá ser remplazado sin la autorización expresa y escrita de cada 
uno de los integrantes que lo/la conforman. La aceptación del representante deberá constar con su 
firma en el documento de constitución del consorcio o de la unión temporal. 
 

- La persona que para todos los efectos legales representará al consorcio o a la unión temporal 
especialmente tendrá la facultad de notificarse de la adjudicación de la convocatoria, así como de 
todos los documentos que El Distrito emita en el curso del proceso de selección, en la ejecución y en 
la liquidación del contrato, en el evento que resulten adjudicatarios y de presentar los recursos 
pertinentes tanto en nombre de la unión temporal o consorcio como en el nombre sus integrantes. 
 

- En el evento de presentarse inhabilidades sobrevinientes para los miembros de la unión o consorcio, 
el representante tendrá la obligación de informarlo por escrito al Distrito dentro de los cinco días 
hábiles siguientes a la ocurrencia de los hechos que dieron lugar a ella. 
 

- Se deberá anexar fotocopia del documento de identidad de la persona que para todos los efectos 
legales representará al consorcio o a la unión temporal. 
 

- No podrá haber cesión entre quienes integran el consorcio o unión temporal, salvo que El Distrito lo 
autorice en los casos que legalmente esté permitido. 
 

- Los requisitos relacionados con la existencia, representación y capacidad jurídica de cada uno de los 
integrantes del consorcio o unión temporal, respecto de las personas jurídicas o naturales que se 
asocien para la presentación de la propuesta, deberán acreditarse conforme se indica en los 
numerales respectivos de estos pliegos de condiciones. 

Cada uno de los miembros del consorcio o de la unión temporal deberá presentar los documentos 
requeridos en estos pliegos de condiciones, según se trate de persona natural o de persona jurídica. 



 
 

  

 

REQUISITOS DE EXPERIENCIA DEL PROPONENTE 

 

Experiencia Específica Del Proponente 

El proponente deberá acreditar EXPERIENCIA ESPECÍFICA CON HASTA DOS (2) CERTIFICACIONES DE 
CONTRATOS, o copia de contratos con su respectiva acta final y/o acta de liquidación, con las siguientes 
condiciones: 

 

- El objeto o actividades ejecutadas deberán corresponder a: DEMOLICIÓN DE TANQUES ELEVADOS 

- La sumatoria del valor de las experiencias aportadas, expresadas en SMMLV de la vigencia en que 
finalizo cada una, deberá ser igual o superior al cien por ciento (100%) del valor del presupuesto oficial, 
expresado en SMMLV. 

- Cada experiencia aportada deberá acreditar la inscripción en el Registro Único de Proponentes de al 
menos tres (3) de los códigos del clasificador de bienes y servicios -UNSPSC- con que se identificó el 
objeto a contratar. 

- En conjunto, las experiencias aportadas deberán acreditar la inscripción en el Registro Único de 
Proponentes de todos los códigos del clasificador de bienes y servicios -UNSPSC- con que se identificó 
el objeto a contratar. 

 

Para el caso de consorcios y uniones temporales, la verificación de la experiencia acreditada será la 
sumatoria de las experiencias de los integrantes, sin embargo, aquel o aquellos integrantes que no aporten 
experiencia no podrán tener una participación superior al cinco por ciento (5%) del proponente plural. 

 

La entidad solo tomara en cuenta la experiencia específica reportada en el RUP y que se encuentren 
clasificados según lo establecido en el presente pliego. 

 

En caso de optar el oferente por aportar certificaciones de experiencia, éstas deberán contener: 

 

- Nombre del contratante con su respectiva identificación. 

- Dirección y teléfono del contratante. 

- Objeto del contrato. 

- Fecha de inicio.  

- Fecha de terminación.  

- Valor total ejecutado expresado en pesos colombianos. 

- Porcentaje de participación si se ejecutó en unión temporal o consorcio y relación general de los trabajos 
realizados. 

 

Las certificaciones adjuntadas por el oferente a fin de acreditar experiencia anterior deberán ser expedidas 
de manera directa por la entidad pública o privada contratante. De no incluir la certificación la totalidad de 
la información referida deberá adjuntar cualquier otro documento para acreditar experiencia de los que en 
este aparte se señala, a fin de complementar la información. 

 

En caso de requerirse aclaraciones sobre las certificaciones, serán solicitadas al Oferente. 

 

Cada experiencia de contrato se analizará por separado; en caso de presentar certificaciones que incluyan 
contratos adicionales al principal, el tiempo adicional se sumará al del contrato u orden principal, quedando 



 
 

  

esta como una sola certificación. 

 

Si los contratos presentados para efectos de acreditar la experiencia específica han sido resultado de la 
ejecución de trabajos bajo la modalidad de consorcios o uniones temporales, en los cuales el proponente o 
alguno de los integrantes del oferente plural hayan tenido participación, solo se contabilizará la experiencia 
representada en SMMLV en el porcentaje proporcional a su participación.  

 

Si los contratos presentados para efectos de acreditar la experiencia específica comprenden la ejecución 
de obras o actividades que no se relacionen con el objeto a contratar, solo será tenido en cuenta el valor de 
las obras o actividades que si guarden relación al objeto.  

 

Cuando exista diferencia entre la información relacionada en el formato y la consagrada en los soportes 
presentados, o el formato no incluya información de la cual se aportó el soporte, prevalecerá la información 
de los soportes.  

 

Así mismo, en el evento que las certificaciones no contengan la información que permita su evaluación, el 
proponente deberá anexar a la propuesta copia del contrato o de los documentos soporte que sean del caso, 
que permita tomar la información que falte en la certificación.  

 

En caso de que el proponente presente más de dos (2) certificaciones, se tomarán aquellas de mayor valor 
para su verificación. 

 

 

CAPACIDAD FINANCIERA Y ORGANIZACIONAL 

 

Los proponentes interesados en participar en el presente proceso deberán demostrar que cumplen con los 
indicadores financieros y organizacionales de acuerdo con la información establecida en la documentación 
solicitada en el presente pliego de condiciones. La verificación del cumplimiento de la capacidad financiera 
y organizacional mínima exigida por la Entidad, es un requisito habilitante para la participación de la 
propuesta en el proceso de selección y no otorga puntaje, en concordancia con lo establecido en el numeral 
1º del Artículo 5° de la Ley 1150 de 2007. 

 

El Distrito realizará la verificación de los requisitos habilitantes de capacidad financiera y organizacional de 
los proponentes o los integrantes de consorcios o uniones temporales, quienes deberán allegar el Registro 
Único de Proponentes – RUP- expedido por la Cámara de Comercio, con la información financiera que 
repose en dicho documento y que conforme a lo establecido en el parágrafo 1º del artículo 5 de la Ley 1882 
de 2018, este en firme a la fecha de cierre del presente proceso de selección. 

 

De conformidad con el artículo 2.2.1.1.1.5.2. del Decreto 1082 de 2015, la verificación de los requisitos de 
Capacidad Financiera y Capacidad Organizacional, para los proponentes que sean sucursales de sociedad 
extranjera y que tengan un cierre contable en una fecha distinta al 31 de diciembre; se realizará con la 
información financiera actualizada en el Registro Único de Proponentes, de conformidad con lo establecido 
en el penúltimo inciso del artículo 2.2.1.1.1.5.2 del Decreto 1082 de 2015, el cual dispone: “Las sucursales de 
sociedad extranjera deben presentar para registro la información contable y financiera de su casa matriz. 
Los estados financieros de las sociedades extranjeras deben ser presentados de conformidad con las 
normas aplicables en el país en el que son emitidos”, con fecha de corte al cierre contable en la cual fueron 
emitidos los estados financieros en el país de origen, la cual deberá estar vigente y en firme hasta el término 
de presentación de observaciones al informe de verificación o evaluación.  

 

Si el Proponente está integrado por un Consorcio o Unión Temporal, cada uno de sus integrantes deberá 



 
 

  

allegar el respectivo Registro Único de Proponentes. 

 

Para medir la capacidad financiera y organizacional establecida en el Decreto 1082 de 2015, los indicadores 
que la Administración Distrital ha establecido de acuerdo con el análisis del sector son los siguientes: 

 

Indicador Fórmula Índice requerido 

Índice de liquidez Activo corriente / Pasivo corriente Mayor o igual a 1,72 

Índice de endeudamiento Pasivo total / Activo total Menor o igual a 0,63 

Razón de cobertura de 
intereses 

Utilidad operacional / Gastos de 
intereses 

Mayor o igual a 2,31 o 
indeterminado 

Rentabilidad del patrimonio Utilidad operacional / Patrimonio Mayor o igual a 0,04 

Rentabilidad del activo Utilidad operacional / Activo total Mayor o igual a 0,02 

 

Para el cálculo de los indicadores cuando el oferente sea plural, la entidad utilizara el método de 
Ponderación de los componentes de los indicadores. En esta opción cada uno de los integrantes del oferente 
aporta al valor total de cada componente del indicador de acuerdo con su participación en la figura del 
oferente plural (unión temporal o consorcio). 

 

Para los oferentes cuyos gastos de intereses sean cero (0), no se les podrá calcular el indicador de razón 
de cobertura de intereses por ser indeterminado. En este caso el Proponente cumple el indicador, siempre 
que su Utilidad Operacional sea positiva, en caso de que la utilidad operacional sea negativa, caso en el cual 
no cumplirá con el indicador de razón de cobertura de intereses. 

 

Los índices descritos son de estricto cumplimiento, cuando el proponente no cumpla con alguno de ellos, 
será evaluada financieramente como NO CUMPLE, por lo tanto, se aplicará la causal de rechazo 
correspondiente.  

 

Para garantizar la participación de las personas extranjeras no inscritas en el Registro Único de 
Proponentes por no tener domicilio o sucursal en el país, a estas no se les podrá exigir el requisito de 
inscripción en el registro único de proponentes. En consecuencia, los citados oferentes deberán aportar la 
misma información indicada en los literales anteriores, para verificar la capacidad financiera, con el fin de 
que la entidad pueda comprobar su capacidad en materia financiera. 

 

Las personas jurídicas extranjeras deberán presentar los documentos anteriormente mencionados, firmado 
por el Representante legal, acompañada de traducción simple al idioma español, con los valores re-
expresados a la moneda funcional colombiana, a la tasa de cambio de la fecha de cierre de estos, avalados 
con la firma de un contador público con Tarjeta Profesional expedida por la Junta Central de Contadores de 
Colombia.  

 

La información debe ser presentada en español y moneda legal colombiana (COP), por ser ésta la unidad de 
medida por disposición legal en el país. 

 

CAPACIDAD RESIDUAL 

 

El proponente será hábil si su capacidad residual es mayor o igual a la capacidad residual de proceso de 
contratación (CRPC). Así: 



 
 

  

𝐶𝑅𝑃 ≥ 𝐶𝑅𝑃𝐶 

Los proponentes acreditarán la capacidad residual o K de contratación conforme se describe a continuación. 
En todo caso, si con posterioridad al cierre del proceso cualquier interesado, durante el traslado del informe 
de evaluación, o la entidad, en uso de la potestad verificadora, advierte que se dejó de incluir, al cierre del 
proceso, por parte de un proponente, alguna información contractual que afecte su capacidad residual, la 
entidad rechazará la oferta.  

Lo anterior, sin perjuicio de las acciones administrativas y/o judiciales a que haya lugar, en contra de la (s) 
persona (s) que haya (n) suscrito las certificaciones exigidas para el cálculo de la capacidad residual. 

 

Cálculo De La Capacidad Residual Del Proceso De Contratación (Crpc) 

Si el plazo estimado del contrato es menor o igual a 12 meses, el cálculo de la CRPC deberá tener en cuenta 
el siguiente proceso: 

 

𝐶𝑅𝑃𝐶 = 𝑃𝑂𝐸 − 𝐴𝑛𝑡𝑖𝑐𝑖𝑝𝑜 𝑦/𝑜 𝑝𝑎𝑔𝑜 𝑎𝑛𝑡𝑖𝑐𝑖𝑝𝑎𝑑𝑜  

Donde:  

CRPC = Capacidad residual del proceso de contratación  

POE = Presupuesto oficial estimado 

En ese sentido el valor a acreditar en la capacidad residual es la suma de OCHENTA Y OCHO MILLONES 
TRESCIENTOS SEIS MIL DOSCIENTOS CATORCE PESOS CON OCHOCIENTOS SESENTA Y CINCO CENTAVOS 
($88.306.214,865). 

 

EVALUACIÓN DE LAS OFERTAS. 

La Entidad, a través de su comité evaluador, efectuará la verificación y evaluación de las propuestas dentro 
del plazo señalado en el cronograma del proceso. En dicho período se podrá solicitar a los proponentes que, 
en el plazo perentorio fijado para el efecto, presenten las aclaraciones de sus propuestas o de los 
documentos que conduzcan a ello, conforme con lo establecido en los Pliegos de Condiciones de la 
referencia, en estricta sujeción a lo dispuesto en el numeral 7º del artículo 30º de la ley 80 de 1993. En 
ejercicio de esta facultad, los proponentes no podrán modificar o mejorar sus propuestas.  

 

Para dar cumplimiento a lo mencionado en el Artículo 5 de la Ley 1150 de 2007 y el Artículo 2.2.1.1.2.2.2 del 
Decreto 1082 de 2015, en lo referente al ofrecimiento más favorable para la entidad, se realizará la 
ponderación de calidad de la propuesta y evaluación del factor económico, en los siguientes aspectos sobre 
los cuales se obtendrá un máximo de 100 puntos así: 

 

FACTOR CRITERIO 
PUNTAJE MÁXIMO 

CRITERIO 
PUNTAJE 

MÁXIMO FACTOR 

ECONÓMICO OFERTA ECONÓMICA 39,75 39,75 

TECNICO - CALIDAD 

PLAN DE ASEGURAMIENTO DE LA 
CALIDAD 

20 

50 
PROGRAMACION DE OBRA 20 

FORTALECIMIENTO AL EMPLEO LOCAL 10 

APOYO A LA INDUSTRIA 
NACIONAL 

INCENTIVO A LA INDUSTRIA NACIONAL 10 10 

EMPRENDIMIENTOS Y 
EMPRESA DE MUJERES  

EMPRENDIMIENTOS Y EMPRESA DE 
MUJERES  

0,25 0,25 

TOTAL 100 



 
 

  

La Entidad deberán reducir durante la evaluación de las ofertas dos puntos (2) a los Proponentes que se les 
haya impuesto una o más multas o cláusulas penales durante el último año, contado a partir de la fecha 
prevista para el cierre del proceso, sin importar la cuantía y sin perjuicio de las demás consecuencias 
derivadas del incumplimiento. Esta reducción también afectará a los Consorcios y a las Uniones Temporales 
si alguno de sus integrantes se encuentra en la situación anterior.  

 

La reducción del puntaje antes señalada no se materializará en caso de que los actos administrativos que 
hayan impuesto las multas sean objeto de medios de control jurisdiccional previstos en la Ley 1437 de 2011 
o las normas que la modifiquen, adicionen o sustituyan. Además, se aplicará sin perjuicio de lo dispuesto en 
el artículo 6 de la Ley 2020 de 2020. Lo anterior de conformidad con el artículo 58 de la Ley 2195 de 2022 y 
las normas que lo modifiquen, sustituyan, adicionen o reglamenten. 

 

SANCIONES (MENOS 2%) 

 

La Entidad reducirá durante la evaluación de las ofertas dos puntos (2) a los Proponentes que se les haya 
impuesto una o más multas o cláusulas penales durante el último año, contado a partir de la fecha prevista 
para el cierre del proceso, sin importar la cuantía y sin perjuicio de las demás consecuencias derivadas del 
incumplimiento. Esta reducción también afectará a los Consorcios y a las Uniones Temporales si alguno de 
sus integrantes se encuentra en la situación anterior.  

 

La reducción del puntaje antes señalada no se materializará en caso de que los actos administrativos que 
hayan impuesto las multas sean objeto de medios de control jurisdiccional previstos en la Ley 1437 de 2011 
o las normas que la modifiquen, adicionen o sustituyan. Además, se aplicará sin perjuicio de lo dispuesto en 
el artículo 6 de la Ley 2020 de 2020. Lo anterior de conformidad con el artículo 58 de la Ley 2195 de 2022 y 
las normas que lo modifiquen, sustituyan, adicionen o reglamenten. 

 

CRITERIOS DE DESEMPATE 

De conformidad con lo establecido en la normatividad vigente, en caso de empate, la entidad estatal dará 
aplicación a lo establecido en el artículo 35 Factores de Desempate, de la Ley 2069 del 31 de diciembre del 
2020. 

 

CRITERIOS DE DESEMPATE.  ACREDITACIÓN  

1. Preferir la oferta de bienes o servicios nacionales 
frente a la oferta de bienes o servicios extranjeros.   

  

Para la acreditación del ofrecimiento de bienes 
y servicios nacionales prestados por una 
persona jurídica constituida en el país; se hará 
a través del certificado de existencia y 
representación legal, en el cual se verificará, si 
el domicilio de la persona jurídica está dentro 
del territorio nacional.  

2. Preferir la propuesta de la mujer cabeza de familia, 
mujeres víctimas de la violencia intrafamiliar o de la 
persona jurídica en la cual participe o 
participen mayoritariamente; o, la de un proponente 
plural constituido por mujeres cabeza de familia, 
mujeres víctimas de violencia intrafamiliar y/o personas 
jurídicas en las cuales participe o participen 
mayoritariamente.   

  

-La condición de Mujer Cabeza de Familia y la 
cesación de la misma, se acreditará mediante 
declaración notarial, en la que conste las 
circunstancias básicas de la misma, lo anterior 
de acuerdo a lo establecido en el artículo 2 de 
la Ley 82 de 1993. La entidad verificará, bajo el 
principio de buena fe para evitar abuso del 
derecho, dicha situación antes de la entrada en 
vigencia de la Ley 2069 de 2020. De igual forma, 
si la persona jurídica se constituyó en un 
término inferior a un (1) año no es posible 
acreditar estas condiciones (Concepto C-
031/2022 CCE) 



 
 

  

  

- según el artículo 21 de la Ley 1257 de 2008, Las 
situaciones de violencia que dan lugar a la 
atención de las mujeres, sus hijos e hijas, se 
acreditarán con la medida de protección 
expedida por la autoridad competente, sin que 
puedan exigirse requisitos adicionales que dan 
lugar a la atención de las mujeres, sus hijos e 
hijas, se acreditarán con la medida de 
protección expedida por la autoridad 
competente.  

  

-Según los artículos 16 y 17 de la Ley 1257 de 
2008, la medida de protección la debe impartir 
el comisario de familia del lugar donde 
ocurrieron los hechos y a falta de este el juez 
civil municipal o promiscuo municipal, o la 
autoridad indígena – en los casos de violencia 
intrafamiliar en las comunidades indígenas –. 
La medida de protección se debe emitir en una 
providencia motivada. Por lo tanto, este 
documento permite acreditar la situación de 
mujer víctima de violencia intrafamiliar.   

  

-En el caso de las personas jurídicas, la 
participación se acredita con el 
correspondiente certificado de existencia y 
representación o con los documentos 
estatutarios respectivos. Para el proponente 
plural además se debe aportar el acta de 
constitución en la que se evidencie la 
participación de sus miembros  

3. Preferir la propuesta presentada por el oferente que 
acredite en las condiciones establecidas en la ley que por 
lo menos el diez por ciento (10%) de su nómina está en 
condición de discapacidad a la que se refiere la Ley 361 
de 1997. Si la oferta es presentada por un proponente 
plural, el integrante del oferente que acredite que el diez 
por ciento (10%) de su nómina está en condición de 
discapacidad en los términos del presente numeral, debe 
tener una participación de por lo menos el veinticinco por 
ciento (25%) en el consorcio, unión temporal o promesa 
de sociedad futura y aportar mínimo el veinticinco por 
ciento (25%) de la experiencia acreditada en la oferta.  

La persona natural, el representante legal de la 
persona jurídica o el revisor fiscal, según 
corresponda, certifique el número total de 
trabajadores vinculados a la planta de personal 
del proponente o de sus integrantes a la fecha 
de cierre del proceso de selección.  

  

El proponente deberá acreditar el número 
mínimo de personas con discapacidad en su 
planta de personal, de conformidad con lo 
señalado en el certificado expedido por el 
Ministerio de Trabajo, el cual debe estar vigente 
en la fecha del cierre del proceso de selección  

4. Preferir la propuesta presentada por el oferente que 
acredite la vinculación en mayor proporción de personas 
mayores que no sean beneficiarios de la pensión de 
vejez, familiar o de sobrevivencia y que hayan cumplido 
el requisito de edad de pensión establecido en la Ley.  

  

La persona natural, el representante legal de la 
persona jurídica o el revisor fiscal, según 
corresponda, certificará, bajo la gravedad de 
juramento, el número total de trabajadores 
vinculados a la planta de personal del 
proponente o sus integrantes que cumplan con 
lo aquí señalado a la fecha de cierre del proceso 
de selección  

5. Preferir la propuesta presentada por el oferente que 
acredite, en las condiciones establecidas en la ley, que 
por lo menos diez por ciento (10%) de su nómina 
pertenece a población indígena, negra, afrocolombiana, 
raizal, palanquera, Rrom o gitanas.   

El proponente deberá acreditar que por lo 
menos el 10% de sus trabajadores pertenece a 
estas poblaciones, allegando la 
correspondiente certificación de la pertenencia 
a las poblaciones indígena, negra, 
afrocolombiana, raizal, palenquera, Rom o 



 
 

  

  gitanas, expedida por el Ministerio del 
Interior.    

6. Preferir la propuesta de personas en proceso de 
reintegración o reincorporación o de la persona jurídica 
en la cual participe o participen mayoritariamente; o, la 
de un proponente plural constituido por personas en 
proceso de reincorporación, y/o personas jurídicas en 
las cuales participe o participen mayoritariamente.   

  

El proponente deberá allegar certificación del 
proceso de Reintegración o reincorporación de 
las personas o de la persona jurídica en la cual 
participe o participen mayoritariamente; o, la de 
un proponente plural constituido por personas 
en proceso de reincorporación, y/o personas 
jurídicas en las cuales participe o participen 
mayoritariamente, expedida por La Agencia 
para la Reincorporación y la Normalización – 
ARN  

7. Preferir la oferta presentada por un proponente plural 
siempre que: (a) esté conformado por al menos una 
madre cabeza de familia y/o una persona en proceso de 
reincorporación o reintegración, o una persona jurídica 
en la cual participe o participen mayoritariamente, y, que 
tenga una participación de por lo menos el veinticinco 
por ciento (25%) en el proponente plural; (b) la madre 
cabeza de familia, la persona en proceso de 
reincorporación o reintegración, o la persona jurídica 
aporte mínimo el veinticinco por ciento (25%) de la 
experiencia acreditada en la oferta; y (c) ni la madre 
cabeza de familia o persona en proceso de 
reincorporación o reintegración, ni la persona jurídica, ni 
sus accionistas, socios o representantes legales sean 
empleados, socios o accionistas de los miembros del 
proponente plural.   

  

La acreditación, de acuerdo al literal (a) será de 
la siguiente manera:   

•  La condición de Mujer Cabeza de 
Familia y la cesación de la misma, se acreditará 
mediante declaración notarial, en la que conste 
las circunstancias básicas de la misma, lo 
anterior de acuerdo a lo establecido en el 
artículo 2 de la Ley 82 de 1993  

• allegar certificación del proceso de 
Reintegración o reincorporación de la 
persona o de la persona jurídica en la cual 
participe o participen mayoritariamente, 
expedida por La Agencia para la 
Reincorporación y la Normalización – ARN.  

• Documento de conformación del 
proponente plural, en el que se evidencia su 
participación de por lo menos el veinticinco por 
ciento (25%) en el proponente plural.   

  

La acreditación de acuerdo al literal (b) será de 
la siguiente manera:   

• La condición de Mujer Cabeza de 
Familia y la cesación de la misma, se acreditará 
mediante declaración notarial, en la que conste 
las circunstancias básicas de la misma, lo 
anterior de acuerdo a lo establecido en el 
artículo 2 de la Ley 82 de 1993  

• allegar certificación del proceso de 
Reintegración o reincorporación de la 
persona o de la persona jurídica en la cual 
participe o participen mayoritariamente, 
expedida por La Agencia para la 
Reincorporación y la Normalización – ARN.  

• Certificado de experiencia y/o contratos 
que acrediten el 25% de la experiencia 
acreditada en la oferta.   

  

La acreditación de acuerdo al literal (c) será de 
la siguiente manera:   

  

• Mediante el certificado de existencia y 
representación o con los documentos 
estatutarios respectivos. Para el proponente 
plural además se debe aportar el acta de 



 
 

  

constitución en la que se evidencie la 
participación de sus miembros  

8. Preferir la oferta presentada por una MiPymes o 
cooperativas o asociaciones mutuales; o un proponente 
plural constituido por MiPymes, cooperativas o 
asociaciones mutuales.  

El proponente debe acreditar su condición 
de MiPymes o cooperativas o asociaciones 
mutuales con el certificado de existencia y 
representación legal.  

9. Preferir la oferta presentada por el proponente plural 
constituido por micro y/o pequeñas empresas, 
cooperativas o asociaciones mutuales.  

El proponente plural debe allegar el certificado 
de existencia y representación legal de sus 
miembros, en el cual se evidencie estar 
constituido por micro y/o pequeñas empresas, 
cooperativas o asociaciones mutuales.  

10. Preferir al oferente que acredite de acuerdo con sus 
estados financieros o información contable con corte a 
31 de diciembre del año anterior, por lo menos el 
veinticinco por ciento (25%) del total de pagos realizados 
a MiPymes, cooperativas o asociaciones mutuales por 
concepto de proveeduría del oferente, realizados 
durante el año anterior; o, la oferta presentada por un 
proponente plural siempre que: (a) esté conformado por 
al menos una MIPYME, cooperativa o asociación mutual 
que tenga una participación de por lo menos el 
veinticinco por ciento (25%); (b) la MIPYME, cooperativa o 
asociación mutual aporte mínimo el veinticinco por 
ciento (25%) de la experiencia acreditada en la oferta; y 
(c) ni la MIPYME, cooperativa o asociación mutual ni sus 
accionistas, socios o representantes legales sean 
empleados, socios o accionistas de los miembros del 
proponente plural   

El oferente acreditara con la presentación del 
Registro Único de proponentes, 
estados financieros con corte a 31 de diciembre 
del año anterior.  

  

Para la oferta presentada por un proponente 
plural:   

  

La acreditación, de acuerdo con el literal (a) 
será de la siguiente manera:   

•  Mediante el certificado de existencia y 
representación legal de los integrantes del 
proponente plural  

  

La acreditación de acuerdo con el literal (b) 
será de la siguiente manera:   

• Certificado de experiencia y/o contratos 
que acrediten el 25% de la experiencia 
acreditada en la oferta.   

  

La acreditación de acuerdo con el literal (c) 
será de la siguiente manera:   

  

• Mediante el certificado de existencia y 
representación o con los documentos 
estatutarios respectivos. Para el proponente 
plural además se debe aportar el acta de 
constitución en la que se evidencie la 
participación de sus miembros  

11. Preferir las empresas reconocidas y establecidas 
como Sociedad de Beneficio e Interés Colectivo o 
Sociedad BIC, del segmento MIPYMES.   

  

se acredita con el certificado de existencia y 
representación legal de la sociedad en el que 
conste que reúne los requisitos del artículo 2 de 
la Ley 1.901 de 2018. Esta norma establece que 
«Tendrán la denominación de sociedad BIC 
todas aquellas compañías que sean 
constituidas de conformidad con la legislación 
vigente para tales efectos, las cuales, además 
del beneficio e interés de sus accionistas, 
actuarán en procura del interés de la 
colectividad y del medio ambiente»  

12. Utilizar un método aleatorio para seleccionar el 
oferente, método que deberá haber sido previsto 
previamente en los Documentos del Proceso.  

Sorteo por balota.  



 
 

  

Nota: Los documentos para la acreditación de los factores de desempate deben allegarse con la 
propuesta. 

ANÁLISIS DE RIESGOS Y FORMA DE MITIGARLOS 

(Numeral 6º Artículo 2.2.1.1.2.1.1 Decreto 1082 de 2015). 

Para los efectos del presente proceso de selección y ejecución de su contrato, se efectúan las siguientes 
definiciones: La Entidad, entiende por riesgo previsible todas aquellas circunstancias que, de presentarse 
durante el desarrollo y ejecución del contrato, tienen la potencialidad de alterar el equilibrio financiero del 
mismo, siempre que sean identificables y cuantificables en condiciones normales. Así mismo, cualquier 
posibilidad de afectación con la ejecución del contrato que limite, retrase o suspenda su ejecución, o 
perjudique en cualquier forma su desarrollo normal, con relación a funcionarios, contratistas, terceros o 
cualquier otro ser humano en su integridad o salud física y mental, de acuerdo con la tipificación de tales 
riesgos. El suceso que prevé el riesgo deberá tener relación directa con la ejecución del contrato para que 
sea asumido como un riesgo del actual proceso de contratación. 

De igual forma, se entiende como Equilibrio Financiero, la igualdad o equivalencia entre los derechos y 
obligaciones de las partes, derivados de la contratación y la forma de proceder ante su alteración.  

De conformidad con lo establecido en el Decreto 1082 de 2015, se procede a tipificar, estimar y asignar el 
riesgo parcial o totalmente que debido a los posibles hechos o circunstancias que por la naturaleza del 
contrato y de la actividad a ejecutar es factible su ocurrencia, conforme la matriz de riesgos anexa a este 
estudio (Ver Análisis de Riesgos) 

De acuerdo con la distribución establecida en el Análisis de Riesgos, que, al no ser observadas, no 
procederán reclamaciones del Contratista, basadas en la ocurrencia de alguno de los riesgos asumidos por 
él, y, en consecuencia, la Entidad, no hará ningún reconocimiento, ni ofrecerá garantía alguna, que permita 
eliminar o mitigar los efectos causados por la ocurrencia de alguno de estos riesgos, salvo que dicho 
reconocimiento o garantía se encuentren expresamente pactados en el Contrato.  

Para mayor entendimiento, de sobre la Tipificación, Estimación y Asignación de los Riesgos Previsibles que 
puedan afectar el equilibrio económico del contrato, es necesario establecer algunos conceptos y 
clasificación de riesgos de acuerdo al Documento Conpes (Concejo Nacional de Política Social) No. 3714 del 
1ro de Diciembre de 2011, respecto del Riesgo Previsible en el marco de la Política de Contratación Pública, 
que establece una serie de lineamientos básicos para el entendimiento del concepto de “riesgo previsible” 
en el marco de las adquisiciones sometidas al Estatuto General de Contratación de la Administración 
Pública, contenido en las Leyes 80 de 1993, 1150 de 2007 y sus decretos reglamentarios. De esta forma, en 
virtud de lo dispuesto en el artículo 4 de la Ley 1150 de 2007, las entidades públicas deberán incluir en los 
procesos de selección, la tipificación, estimación, y asignación de los riesgos previsibles involucrados en 
la contratación; y, generar un espacio de discusión del ejercicio realizado, para poder hacer la respectiva 
revisión con los particulares interesados en el proceso respectivo. 

La mencionada Ley 1150 de 2007, profundiza en la obligación de las Entidades Estatales de cumplir con los 
principios de planeación contractual y de selección objetiva, en el desarrollo de las actividades 
administrativas, jurídicas y financieras de la entidad, que constituyen la gestión contractual, consagrando 
así, deberes específicos para las Entidades. Dentro de dichos deberes específicos, se encuentran, por 
ejemplo, la elaboración de los “Estudios y documentos previos” en los cuales, de manera previa a la 
apertura del proceso de selección, se indica entre otros fundamentos, el soporte que permite la tipificación, 
estimación y asignación de los riesgos previsibles que puedan alterar el equilibrio económico del contrato; 
por ello la necesidad de aclarar tales conceptos: 

TIPIFICACIÓN: Es el Proceso de caracterización de los riesgos que puedan preverse en las diferentes etapas 
del contrato. En otras palabras, podemos decir que consiste en la identificación de los distintos riesgos que 
pueden ocurrir durante la ejecución del contrato. Para la tipificación del riesgo se debe contar con la 
posibilidad de precaver la ocurrencia de este e identificar las circunstancias en las que sobrevendrá.         

ESTIMACIÓN: Consiste en valorar la probabilidad de ocurrencia y el nivel de impacto de los riesgos que han 
sido tipificados, y que teniendo en cuenta su materialidad, requieren una valoración. Es una técnica que 



 
 

  

permite dar una aproximación de la magnitud del riesgo previsible de acuerdo con su probabilidad e 
impacto. 

ASIGNACIÓN: La asignación es el proceso de distribuir los riesgos de acuerdo con la capacidad de cada una 
de las partes para gestionarlo, controlarlo, administrarlo y mitigarlo. En este sentido, corresponderá a la 
Entidad Estatal proponer las asignaciones de los riesgos, esto es, señalar cuál de los sujetos contractuales 
tendrá que soportar total o parcialmente el riesgo en caso de presentarse para luego discutir su 
distribución definitiva con los interesados en la audiencia de riesgo, sin perjuicio de la posibilidad que tienen 
los proponentes de manifestar sus opiniones ante la Entidad desde la publicación del proyecto de pliego de 
condiciones. Esta asignación, al incluir los riesgos previsibles dentro de la ecuación contractual, permite 
dar un tratamiento específico a los mismos, suprimiendo la posibilidad de alegar posibles alteraciones al 
equilibrio económico. 

TIPOS DE RIESGOS: De acuerdo con el Documento Conpes (Concejo Nacional de Política Social) No. 3714 del 
1ro de Diciembre de 2011, respecto del Riesgo Previsible en el marco de la Política de Contratación Pública, 
se recuerda que en atención al objeto contractual, a su forma de ejecución o a otras particularidades, es 
posible que en algunos Contratos Estatales no existan Riegos Previsibles bajo la órbita del artículo 4 de la 
Ley 1150 de 2007, caso en el cual deberá incorporarse en los estudios y documentos previos el análisis que 
permitió dicha conclusión.  

A continuación, se presenta de manera enunciativa la siguiente propuesta de clasificación, la cual no exime 
a la Entidad Estatal del estudio que debe realizar para la estructuración de cada proceso contractual y el 
análisis de sus particularidades para determinar la existencia, o no, de los riesgos propios de cada proceso 
de selección: 

1.Riesgos Económicos: Son aquellos que se derivan del comportamiento del mercado, tales como la 
fluctuación de los precios de los insumos, desabastecimiento y especulación de estos, entre otros. Por 
ejemplo, es usual que en contratos que involucran la ejecución de actividades en cuya estructura se ha 
definido un marco cambiario, se identifiquen alteraciones por el comportamiento de la moneda o por 
circunstancias colaterales que imponen una incidencia crítica. Así mismo, en los contratos de suministro 
de bienes o prestación de servicios, donde no es posible llevar a cabo el objeto del contrato por 
desabastecimiento o especulación dentro del mercado propio de los insumos. Su inclusión dependerá de la 
posibilidad de previsión de este.  

2.Riesgos Sociales o Políticos: Son aquellos que se derivan por cambios de las políticas gubernamentales 
que sean probables y previsibles, tales como cambios en la situación política, sistema de gobierno y cambio 
en las condiciones sociales que tengan impacto en la ejecución del contrato. También suelen presentarse 
por fallas en la manera en que se relacionan entre sí, el Gobierno y la población, grupos de interés o la 
sociedad. Por ejemplo, los paros, huelgas, actos terroristas, etc. Para la determinación de su previsibilidad, 
la Entidad podrá acudir a las autoridades competentes en la recopilación de datos estadísticos o fuentes 
oficiales (POLICIA NACIONAL, FUERZAS ARMADAS DE COLOMBIA, MINISTERIO DE LA PROTECCIÓN SOCIAL, 
etc.).  

3.Riesgos Operacionales: Son aquellos riesgos asociados a la operatividad del contrato. Entre estos 
encontramos: la posibilidad de que el monto de la inversión no sea el previsto para cumplir el objeto del 
contrato. También se presenta la extensión del plazo, cuando los contratos se realizan en tiempos distintos 
a los inicialmente programados por circunstancias no imputables a las partes. Adicionalmente, se presenta 
por la posibilidad de no obtención del objeto del contrato como consecuencia de la existencia de 
inadecuados procesos, procedimientos, parámetros, sistemas de información y tecnológicos, equipos 
humanos o técnicos sin que los mismos sean imputables a las partes. Dichos riesgos hacen parte del riesgo 
operacional siempre y cuando no sean obligaciones de las partes y se materialicen durante la ejecución del 
contrato.  

4. Riesgos Financieros: Este riesgo tiene dos componentes básicos: el riesgo de consecución de financiación 
o riesgo de liquidez, y el riesgo de las condiciones financieras. El primero se refiere a la dificultad de 
conseguir los recursos financieros, ya sea en el sector financiero o el mercado de capitales, para lograr el 
objetivo del contrato. El segundo hace referencia a los términos financieros de dichos recursos, entre estos 
encontramos plazos, tasas, garantías, contragarantías, refinanciaciones entre otros.  

5. Riesgos Regulatorios: Son los posibles cambios regulatorios o reglamentarios que, siendo previsibles, 
afecten el equilibrio contractual. Por ejemplo, cambios en las tarifas, mercados regulados, cambios en los 
regímenes especiales (regalías, pensional), designación de zonas francas, planes de ordenamiento 
territorial, expedición de normas de carácter técnico o de calidad, entre otros.  



 
 

  

6. Riesgos de la Naturaleza: Son los eventos causados por la naturaleza sin la intervención o voluntad del 
hombre, que, aunque pueden ser previsibles por su frecuencia o diagnóstico están fuera del control de las 
partes. Para la determinación de su existencia y/o previsibilidad, se podrá acudir a las autoridades públicas 
o entidades competentes en la recopilación de datos estadísticos o fuentes oficiales (INSTITUTO AGUSTIN 
CODAZZI, INGEOMINAS, IDEAM, etc.). Para el ejercicio de tipificación, éstos se refieren a los hechos de la 
naturaleza que puedan tener un impacto sobre la ejecución del contrato, por ejemplo, los temblores, 
inundaciones, lluvias, sequias, entre otros, siempre y cuando los mismos puedan preverse.  

7.Riesgos Tecnológicos: Se refiere a eventuales fallos en las telecomunicaciones, suspensión de servicios 
públicos, advenimiento de nuevos desarrollos tecnológicos o estándares que deben ser tenidos en cuenta 
para la ejecución del contrato, así como la obsolescencia tecnológica.  

La distribución y asignación de Riesgos referentes al Proceso se presentan en documento adjunto de este 
documento.  

De acuerdo con la distribución de los riesgos que se realice, no procederán reclamaciones del Contratista, 
basadas en la ocurrencia de alguno de los riesgos asumidos por él, y, en consecuencia, El Distrito no hará 
ningún reconocimiento, ni ofrecerá garantía alguna, que permita eliminar o mitigar los efectos causados 
por la ocurrencia de alguno de estos riesgos, salvo que dicho reconocimiento o garantía se encuentren 
expresamente pactados en el Contrato. 

A partir de la fecha de suscripción del Contrato y en todas las etapas de este (Iniciación - Ejecución), el 
Contratista asume los efectos derivados de todos y cada uno de los riesgos asociados Al Contrato e 
identificados por La Entidad como asignados al Contratista, al igual que respecto a los que logre determinar, 
salvo los casos en que expresamente se ha determinado lo contrario. 

GARANTÍAS EXIGIDAS  

(Numeral 7º, Artículo 2.2.1.1.2.1.1. Decreto 1082 de 2015). 

Garantía De Seriedad De La Oferta 

 

El Proponente debe presentar con la propuesta una Garantía de seriedad de la oferta que cumpla con los 
parámetros, condiciones y requisitos que se indican en este numeral. 

Cualquier error o imprecisión en el texto de la Garantía presentada será susceptible de aclaración por el 
Proponente hasta el término de traslado del informe de evaluación. Sin embargo, la no entrega de la 
Garantía no es subsanable y se rechazará la oferta. 

Las características de las Garantías son las siguientes: 

BENEFICIARIO 
DISTRITO ESPECIAL, TURISTICO Y CULTURAL DE RIOHACHA 
NIT. 892.115.007-2 

TOMADOR 

• Para las personas jurídicas: la garantía deberá tomarse con el nombre o razón social 
y tipo societario que figura en el certificado de existencia y representación legal 
expedido por la Cámara de Comercio respectiva, y no solo con su sigla, a no ser que 
en el referido documento se exprese que la sociedad podrá denominarse de esa 
manera. 

• Para los proponentes plurales: la garantía deberá ser otorgada por todos los 
integrantes del proponente plural, para lo cual se deberá relacionar claramente los 
integrantes, su identificación y porcentaje de participación, quienes para todos los 
efectos serán los otorgantes de esta. 

VIGENCIA 
TRES (3) MESES, a partir de la fecha del cierre de esta convocatoria. En caso de 
prórroga que postergue la fecha del cierre, esta garantía deberá ampliarse por el 
mismo lapso. 

CUANTÍA 

Quince por ciento (15%) del valor total del presupuesto oficial, para aquellos 
proponentes que no acrediten los criterios diferenciales para emprendimientos y 
empresas de mujeres y/o de MiPymes Nacionales en el sistema de compras públicas. 
 
Diez por ciento (10%) del valor total del presupuesto oficial, para aquellos proponentes 
que acrediten los criterios diferenciales para emprendimientos y empresas de mujeres 
y/o de MiPymes Nacionales en el sistema de compras públicas1. 

 
1 Lo anterior, de conformidad con lo señalado en el Decreto 1860 de 2021, modificatorio del Decreto 1082 de 2015, 
que en su artículo 2.2.1.2.4.2.15 indica los criterios para emprendimientos y empresas de mujeres en el sistema de 
compras públicas, que señala el deber de fijar requisitos habilitantes para este tipo de empresas, entre los cuales se 
encuentra: “(…) 5. Valor de la garantía de seriedad de la oferta” y con el artículo 2.2.1.2.4.18 que fija los criterios 



 
 

  

AMPARO 
Los perjuicios derivados del incumplimiento del ofrecimiento en los eventos señalados 
en el artículo 2.2.1.2.3.1.6 del Decreto 1082 de 2015. 

FIRMAS La póliza deberá encontrarse suscrita tanto por aseguradora como por el tomador 

 
Si en desarrollo del Proceso de Contratación se modifica el Cronograma, el Proponente deberá ampliar la 
vigencia de la Garantía de seriedad de la oferta hasta tanto no se hayan perfeccionado y cumplido los 
requisitos de ejecución del respectivo contrato. 

La propuesta tendrá una validez igual al término de vigencia establecido para la Garantía de seriedad de la 
oferta. Durante este período la propuesta será irrevocable, de tal manera que el Proponente no podrá retirar 
ni modificar los términos o condiciones de esta, so pena de que la Entidad pueda hacer efectiva la Garantía 
de seriedad de la oferta.  

 

GARANTÍA DE CUMPLIMIENTO  
 
Para cubrir cualquier hecho constitutivo de incumplimiento, el Contratista deberá presentar la garantía de 
cumplimiento en original a la Entidad dentro de los tres (3) días hábiles siguientes contados a partir de la 
firma del contrato y requerirá la aprobación de la Entidad. Esta garantía tendrá las siguientes 
características: 
 

Característica Condición  

Clase 
Cualquiera de las clases permitidas por el artículo 2.2.1.2.3.1.2 del Decreto 1082 de 2015, a saber: (i) 
Contrato de seguro contenido en una póliza para Entidades Estatales, (ii) Patrimonio autónomo, (iii) 
Garantía Bancaria. 

Asegurado/ 
beneficiario 

DISTRITO ESPECIAL, TURISTICO Y CULTURAL DE RIOHACHA, identificada con NIT 892115007-2 

Amparos, 
vigencia y 
valores 
asegurados 

 

Amparo Vigencia Valor Asegurado 

Cumplimiento general del contrato y 
el pago de las multas y la cláusula 
penal pecuniaria que se le impongan 

Durante la ejecución 
del contrato y seis (6) 
meses más 

10% del valor del 
contrato 

Buen manejo y correcta inversión del 
anticipo 

Durante la ejecución 
del contrato y seis (6) 
meses más 

Equivalente al 100% del 
valor dado en anticipo 

Pago de salarios, prestaciones 
sociales legales e indemnizaciones 
laborales del personal que el 
Contratista haya de utilizar en el 
territorio nacional para la ejecución 
del contrato 

Plazo del contrato y 
tres (3) años más. 

5% del valor del contrato  

Estabilidad y calidad de la obra 

Por una vigencia de un 
(1) año contado a 
partir de la fecha de 
suscripción del Acta 
de Recibo final de las 
obras. 

10% del valor del 
contrato 

 

Tomador  

• Para las personas jurídicas: la garantía deberá tomarse con el nombre o razón social y tipo societario 
que figura en el Certificado de Existencia y Representación Legal expedido por la Cámara de Comercio 
respectiva, y no sólo con su sigla, a no ser que en el referido documento se exprese que la sociedad 
podrá denominarse de esa manera. 

• No se aceptan garantías a nombre del representante legal o de alguno de los integrantes del 
consorcio. Cuando el contratista sea una Unión Temporal o Consorcio, se debe incluir razón social, 
NIT y porcentaje de participación de cada uno de los integrantes. 

 
diferenciales para MiPymes en el sistema de compras públicas, expresando que, entre otros, se podrá fijar un criterio 
con fundamento en “(…) 5. Valor de la garantía de seriedad de la oferta”. 



 
 

  

• Para el Contratista conformado por una estructura plural (unión temporal, consorcio): la garantía 
deberá ser otorgada por todos los integrantes del Contratista, para lo cual se deberá relacionar 
claramente los integrantes, su identificación y porcentaje de participación, quienes para todos los 
efectos serán los otorgantes de la misma.  

Información 
necesaria dentro 
de la póliza 

• Número y año del contrato  

• Objeto del contrato 

• Firma del representante legal del Contratista 

• En caso de no usar centavos, los valores deben aproximarse al mayor Ej. Cumplimiento si el valor a 
asegurar es $14.980.420,20 aproximar a $14.980.421 

 
El Contratista está obligado a restablecer el valor de la garantía cuando esta se vea reducida por razón de 
las reclamaciones que efectúe la Entidad, así como a ampliar las garantías en los eventos de adición y/o 
prórroga del contrato. El no restablecimiento de la garantía por parte del Contratista o su no adición o 
prórroga, según el caso, constituye causal de incumplimiento del Contrato y se iniciarán los procesos 
sancionatorios a que haya lugar. 
  
ESTABILIDAD DE LA OBRA Y PERIODO DE GARANTÍA  
 
El Contratista será responsable de la reparación de todos los defectos que puedan comprobarse con 
posterioridad al recibo definitivo de las obras del Contrato o si la obra amenaza ruina en todo o en parte, 
por causas derivadas de fabricaciones, replanteos, procesos constructivos, localizaciones y montajes 
efectuados por él y del empleo de materiales, equipo de construcción y mano de obra deficientes utilizados 
en la construcción. El Contratista se obliga a llevar a cabo a su costa todas las reparaciones y reemplazos 
que se ocasionen por estos conceptos. Esta responsabilidad y las obligaciones inherentes a ella se 
considerarán vigentes por un período de garantía de un (1) año contados a partir de la fecha del Acta de 
Recibo Definitivo de las obras. El Contratista procederá a reparar los defectos dentro de los términos que 
la Entidad le señale en la comunicación escrita que le enviará al respecto. 
 
Si la inestabilidad de la obra se manifiesta durante la vigencia del amparo de la garantía respectiva y el 
Contratista no realiza las reparaciones dentro de los términos señalados, la Entidad podrá hacer efectiva 
la garantía de estabilidad estipulada en el Contrato. Así mismo, el Contratista será responsable de los daños 
que se causen a terceros como consecuencia de las obras defectuosas durante el período de garantía. 
 
Si las reparaciones que se efectúen afectan, o si a juicio de la Entidad, existe duda razonable de que puedan 
llegar a afectar el buen funcionamiento o la eficiencia de las obras o parte de ellas, la Entidad podrá exigir 
la ejecución de nuevas pruebas a cargo del Contratista mediante notificación escrita que le enviará dentro 
de los treinta (30) días hábiles siguientes a la entrega o terminación de las reparaciones. 
 
GARANTÍA DE RESPONSABILIDAD CIVIL EXTRACONTRACTUAL  
 
El Contratista deberá contratar un seguro que ampare la Responsabilidad Civil Extracontractual de la 
Entidad con las siguientes características:  
 

Característica Condición 

Clase Contrato de seguro contenido en una póliza  

Asegurados 
DISTRITO ESPECIAL, TURISTICO Y CULTURAL DE RIOHACHA, identificada con NIT 892115007-2 y el 
contratista 

Tomador 

• Para las personas jurídicas: la garantía deberá tomarse con el nombre o razón social y tipo 
societario que figura en el certificado de existencia y representación legal expedido por la Cámara 
de Comercio respectiva, y no solo con su sigla, a no ser que en el referido documento se exprese 
que la sociedad podrá denominarse de esa manera. 

• No se aceptan garantías a nombre del representante legal o de alguno de los integrantes del 
consorcio. Cuando el contratista sea una unión temporal o consorcio, se debe incluir razón social, 
NIT y porcentaje de participación de cada uno de los integrantes. 

• Para el contratista conformado por una estructura plural (unión temporal, consorcio): la garantía 
deberá ser otorgada por todos los integrantes de la estructura plural, para lo cual se deberá 



 
 

  

relacionar claramente los integrantes, su identificación y porcentaje de participación, quienes para 
todos los efectos serán los otorgantes de la misma.  

Valor 200 SMMLV 

Vigencia Igual al período de ejecución del contrato. 

Beneficiarios 
Terceros afectados y DISTRITO ESPECIAL, TURISTICO Y CULTURAL DE RIOHACHA, identificada con 
NIT 892115007-2 

Amparos 

Responsabilidad civil extracontractual de la entidad, derivada de las actuaciones, hechos u 
omisiones del contratista o subcontratistas autorizados. El seguro de responsabilidad civil 
extracontractual debe contener como mínimo los amparos descritos en el numeral 3º del artículo 
2.2.1.2.3.2.9 del Decreto 1082 de 2015. 

Información 
necesaria dentro 
de la póliza 

• Número y año del contrato  

• Objeto del contrato 

• Firma del representante legal del contratista 

• En caso de usar centavos, los valores deben aproximarse al mayor Ej. Cumplimiento si el valor a 
asegurar es $14.980.420,20 aproximar a $14.980.421 

 
En esta póliza solamente se podrán pactar deducibles con un tope máximo del diez por ciento (10%) del 
valor de cada pérdida sin que en ningún caso puedan ser superiores a dos mil (2.000) salarios mínimos 
mensuales legales vigentes. 
 
Este seguro deberá constituirse y presentarse para aprobación de la Entidad, dentro del mismo término 
establecido para la garantía única de cumplimiento.  
 
Las franquicias, coaseguros obligatorios y demás formas de estipulación que conlleven asunción de parte 
de la pérdida por la Entidad asegurada no serán admisibles. 
 
El Contratista deberá anexar el comprobante de pago de la prima del seguro de responsabilidad civil 
extracontractual. 

El contratista deberá hacer entrega de estas garantías a la entidad, las cuales serán aprobadas por la 
misma. El contratista se obliga a ajustar las garantías a la fecha de inicio del contrato y a ampliar, modificar 
y prorrogar las mismas, en el evento en que se aumente el valor del contrato o se prorrogue o suspenda 
su vigencia. 

En caso de no usar centavos en las cuantías de los amparos, los valores deben aproximarse al mayor Ej. 
Cumplimiento si el valor a asegurar es $14.980.420,20 aproximar a $14.980.421. 

Si EL CONTRATISTA se negare a constituir las garantías o sus prórrogas, el Distrito dará por terminado el 
contrato en el estado en que se encuentre, sin que por este hecho la misma deba reconocer o pagar 
indemnización alguna, quedando a salvo las acciones judiciales que deba emprender El Distrito, para 
obtener el resarcimiento de los perjuicios que ésta renuncia le acarree. 

La aseguradora responderá al Distrito por el pago de todas las sumas que sean exigibles AL CONTRATISTA, 
por razón del incumplimiento de cualquiera de las obligaciones derivadas del contrato. 

La garantía deberá ser expedida en la misma moneda del contrato. 

El hecho de la constitución de estos amparos no exonera a EL CONTRATISTA de las responsabilidades 
legales en relación con los riesgos asegurados. 

EL CONTRATISTA deberá mantener vigente las garantías a que se refiere esta cláusula y será de su cargo 
el pago de todas las primas y demás erogaciones de constitución, mantenimiento y restablecimiento 
inmediato de su monto, cada vez que se disminuya o agote por razón de las sanciones que se impongan. 

INDICACIÓN DE SI EL PROCESO DE CONTRATACIÓN ESTÁ COBIJADA POR UN ACUERDO COMERCIAL 

(Numeral 7º, Artículo 2.2.1.1.2.1.1. Decreto 1082 de 2015) 

En atención a lo definido en el Decreto 1082 de 2015, los Acuerdos Comerciales son tratados internacionales 
vigentes celebrados por el Estado colombiano, que contienen derechos y obligaciones en materia de 



 
 

  

compras públicas, en los cuales existe como mínimo el compromiso de trato nacional para: (i) los bienes y 
servicios de origen colombiano y (ii) los proveedores colombianos. 

 

Las Entidades Estatales deben cumplir las obligaciones del Estado colombiano consagradas en los 
Acuerdos Comerciales. Los municipios están obligados por los Acuerdos Comerciales con Chile, 
Guatemala, los Estados AELC, y la Unión Europea y por la Decisión 439 de 1998 de la Secretaría de la CAN. 

 

ACUERDO COMERCIAL  

APLICABILIDAD 

VALOR APLICABLE PLAZO GENERAL 

SI NO 

ALIANZA PACIFICO (CHILE Y PERU)  X > $655.366.000 30 días 

CHILE  X > $643.264.000 10 Días 

COSTA RICA  X > $1.162.733.000 30 días 

TRIANGULO NORTE (GUATEMALA) X  
Desde la menor cuantía de la 

entidad 
No hay plazo 

ESTADOS AELC  X > $852.074.000 10 Días 

UNION EUROPEA  X > $859.752.000 30 Días 

DECISIÓN 439 DE 1998 DE LA 
SECRETARÍA DE LA CAN. 

X  > 0 No hay plazo 

 

APROBACIÓN Y FIRMA DEL RESPONSABLE: 

 

 

Original Firmado 
JAIME ORLANDO BRUGES MORENO 
Secretario de Infraestructura y Servicios Públicos Distrital 
 

 


